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La corrupción es un mal generalizado, permanente e inevitable, la ocupación y preocupación de juristas, filósofos, 
politólogos, sociólogos y ciudadanos en general, se centra en intentar mantenerla en niveles tolerables, evitando que el 
enriquecimiento de las autoridades y sus secuaces del sector privado provoquen el empobrecimiento de una zona o de 
una población y la quiebra del Estado. En México, la grave situación actual obliga a tomar conciencia del problema y, por 
tanto, genera el interés suficiente para que los medios de comunicación se transformen en mecanismos de denuncia y 
los periodistas se conviertan en una especie de fiscales populares que investigan y difunden acontecimientos cada vez 
más graves. Las decenas de hechos de corrupción que se publican en los libros escritos por periodistas de investigación, 
motivan que encabecen durante meses la lista de obras más vendidas.

Los casos de enriquecimiento ilícito de empresarios y de funcionarios públicos se multiplican sin que se produzcan condenas 
judiciales de ningún tipo, y en consecuencia, se ha fortalecido en la sociedad un estado de hartazgo e impaciencia que 
constituye un síntoma de esperanza. Han existido y existen manifestaciones públicas “anticorrupción” y, frente a cada 
nuevo episodio, las redes sociales se expresan constantemente con el propósito firme de lograr un cambio radical en las 
conductas delictivas.

El servidor público inicia su carrera de corrupción mediante la afiliación a un partido y una buena relación con sus líderes 
lo cual garantizará el acceso a la función pública, aunque se carezca de la más mínima preparación. Los nombramientos 
se hacen por parentesco o amistad. Los concursos para tener acceso a los altos cargos, generalmente están amañados, 
incluso la designación de jueces, magistrados y otros funcionarios del Poder Judicial, salvo algunas excepciones, lo cual se 
convierte en una verdadera garantía de impunidad por la red de compromisos que se teje a partir del día en que, en cada 
caso, se llevó a cabo la contratación laboral.

Los servidores públicos honestos, competentes y eficientes, que estén orgullosos del rol esencial que les corresponde 
cumplir, deben ser bien remunerados. La ciudadanía que recibe servicios públicos de calidad estará de acuerdo que 
quienes los gestionan merecen estar debidamente recompensados.

A continuación mencionaré algunos casos que actualmente en nuestro país se están manejando como actos de corrupción 
realizados por funcionarios públicos y particulares.

Emilio Lozoya Austin: formaba parte del Consejo de Administración y de la “Comisión de Auditoría y Cumplimiento”, de 
la empresa Obrascon Huarte Lain, SA (OHL) México.; compañía que se dedica al estudio y construcción de toda clase 
de obras, sean públicas o privadas; a la promoción, desarrollo, construcción, explotación de infraestructuras, servicios y 
concesiones de todo tipo de proyectos industriales y de ingeniería. Una vez que renunció a esta empresa y participó en la 
campaña de Enrique Peña Nieto, candidato del PRI a la presidencia de la república, que a la postre ganó, fue nombrado 
Director General de Pemex del 4 de diciembre de 2012 hasta el 8 de febrero de 2016.
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Emilio Lozoya está vinculado en el escándalo Odebrecht por presuntamente haber recibido sobornos por 10.5 millones de 
dólares de la constructora brasileña para la campaña presidencial del PRI en 2012. Odebrecht es la empresa ganadora de 
una licitación para obras en una refinería de Tula, Hidalgo, por medio de una alianza con una compañía local, “Construcciones 
Industriales Tapia”.

Tiene abierta carpetas de investigación en la Fiscalía General de la República FGR y en la Fiscalía Especializada para 
la Atención a los Delitos Electorales FEPADE; se ha declarado inocente y ha negado las acusaciones que se le imputan.

Rosario Robles Berlanga: enfrenta una acusación por el delito de ejercicio indebido del servicio público. La Unidad de 
Inteligencia Financiera UIF, de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, congeló sus cuentas bancarias por el presunto 
desvío de recursos federales a través de al menos 11 dependencias federales utilizando 186 compañías para desviar 
$7,670 millones de pesos de contratos con empresas fantasmas; todo ello derivado de la auditoría a las cuentas públicas 
del 2013 y 2014 de dichas dependencias realizada por la Auditoría Superior de la Federación.

Ella asegura que la FGR viola sus derechos y el debido proceso al filtrar que existe una investigación en su contra por la 
llamada “Estafa maestra”. Los delitos que se le imputan no ameritan prisión preventiva de oficio por lo que podrá llevar su 
proceso en libertad.

Carlos Antonio Romero DesChamps: tiene acusaciones en su contra por diversos delitos: delincuencia organizada, 
fraude, extorsión, enriquecimiento ilícito, corrupción y tráfico de influencias. Presuntamente dichos crímenes han sido 
cometidos con la complicidad de miembros de la élite política mexicana, indistintamente de su afiliación partidista.

En el año 2000 se dio a conocer un desvío de fondos, conocido como Pemexgate, por $1,500 millones de pesos de 
los fondos sindicales en apoyo a la campaña presidencial del candidato priista. En 2003 la Procuraduría General de la 
República inició un proceso judicial por el delito de peculado electoral. Sin embargo, el procedimiento fue suspendido en 
2006 por falta de pruebas. En 2011, el litigio fue dado por finalizado de manera inapelable.

Pemex otorgó un préstamo al sindicato petrolero por la cantidad de $500 millones de pesos, a pagar en plazo de 10 años 
y sin intereses; supuestamente para la construcción de vivienda para los trabajadores. En el año 2011 La paraestatal y el 
sindicato firmaron un convenio mediante el cual acuerdan mantener oculto el contrato colectivo de trabajo que involucra el 
préstamo.

Romero DesChamps no ha logrado demostrar de dónde ha obtenido los recursos para financiar su lujoso nivel económico 
de vida tanto de él como de sus hijos, considerando que el sueldo mensual con el que está dado de alta en la nómina de 
trabajadores de Pemex es de $27,000 pesos.

Javier Duarte de Ochoa: según acusaciones de la Auditoría Superior de la Federación, presuntamente desvió y malversó 
$4,630 millones de pesos destinados a política social educativa y de salud pública. Una parte estaba etiquetada para la 
renovación de infraestructura en escuelas, pero fue enviada a cuentas bancarias del gobierno del estado usadas para el 
gasto corriente sin saberse su paradero; otra parte del dinero destinado para el “Programa Escuelas de Tiempo Completo” 
corrió la misma suerte y metodología.

El programa “Seguro Popular” reportó subejercicio de fondos, compra de medicamentos efectuadas a sobreprecios y 
muchos de ellos fuera del cuadro básico permitido por ese programa, llamado Catálogo Universal de Servicios de Salud, 
por lo cual, no pudieron ser suministrados a pacientes.
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La asociación ciudadana “Mexicanos Contra la Corrupción y la Impunidad”, reveló que durante la gestión de Javier Duarte 
se habría conformado una red de aproximadamente 600 seiscientas empresas fantasma, a las cuales se les facilitaban 
licitaciones públicas o se les asignaban directamente contratos, principalmente relacionados a política social, como el 
combate a la pobreza o la asistencia. Dichas empresas fueron creadas en condiciones irregulares, inmediatamente 
después del inicio del gobierno de Duarte; tenían domicilios en sitios abandonados o bien, desaparecieron luego de recibir 
los contratos, además de coincidir en que algunas de ellas tenían socios en común.

En enero de 2017 la PGR cateó un domicilio en la Colonia del Valle en la Ciudad de México en virtud a una denuncia anónima 
que informó a los fiscales que el prófugo Duarte se encontraba en esa casa. La policía no encontró al ex gobernador pero 
localizó cajas con 23 millones de pesos, dos Centenarios de oro y un disco duro. El dinero fue reintegrado por la PGR a la 
administración pública veracruzana.

En septiembre de 2018, Javier Duarte se declaró culpable de los delitos de lavado de dinero y asociación delictuosa para 
obtener una reducción de su condena, la cual se estableció en 9 años de cárcel —los cuales habrían comenzado el día de 
su captura el 15 de abril de 2017— y una multa de $58,890 pesos mexicanos.

O P I N I Ó N:

En lo general, los titulares de los órganos internos de control son designados por quienes serán controlados, por tanto, 
no existe una real independencia mental ni de gestión; las investigaciones que realizan estas personas pueden tardar 
meses o años y no llegan a las consecuencias que la ciudadanía espera. El control preventivo del gasto debiera funcionar 
puntualmente, y la rendición de cuentas también debiera ser examinada durante el propio ejercicio fiscal conforme vaya 
avanzado, para que al final de cada ejercicio ya se tenga un resultado preliminar de la revisión, con las discrepancias 
localizadas que, de no atenderse, comprobarse y justificarse, en corto tiempo se puedan convertir en créditos fiscales a favor 
del erario y la hacienda pública, con las demás consecuencias jurídicas en materia de responsabilidades administrativas, 
civiles y penales que estas acciones conllevan.

La sociedad está convencida que sólo son castigados los ilícitos cometidos por la gente común y que las autoridades 
corruptas y sus socios privados jamás son condenados; en pocos casos, se detiene a algún funcionario, se le fincan ciertas 
responsabilidades, se integra una carpeta de investigación de tipo ligero, fácilmente solventable y posterior a unos meses 
o quizás pocos años se concluye que no ha lugar al ejercicio de la acción penal. El daño que esta substanciación ocasiona 
a la moral colectiva es mayúsculo porque genera decepción y desaliento en virtud a quedar impunes la gran mayoría de 
los delitos de corrupción. Si bien es cierto que la participación ciudadana resulta esencial, se requiere de mucha mayor 
intervención pero también más severidad, dureza, inflexibilidad y rigor en la normatividad referente a la calificación de las 
responsabilidades de tipo administrativo y civil, así como las sanciones y consecuencias penales, sin importar de quien se 
trate.
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La Organización mundial de aduanas define a la VALORACION EN ADUANA como el procedimiento aduanero aplicado 
para determinar el valor en aduana de las mercancías importadas. Dentro de la información que este organismo provee en 
este tema, existen antecedentes desde el año 1950, en el que muchos países calculaban los derechos de aduana por cada 
producto en base a la determinación de un precio normal de mercado, a este método se le denominó DEFINICION DEL 
VALOR DE BRUSELAS (DVB), tomaba como base el precio que se pagaba en una libre transacción entre un vendedor 
y un comprador independientes, sin embargo este método no era del agrado de los comerciantes ya que las oficinas de 
aduanas transcurrido cierto tiempo y en base a las variaciones que en el mismo se daban, realizaban ajustes. Para este 
método de valoración los Estados Unidos no se adhirieron ya que se consideraba que se requería de un método flexible y 
uniforme que permitiera la armonización de todos los países.

Después de este método, en 1979 se estableció un sistema de valoración en aduana basado en el “Precio Realmente 
Pagado” o “por Pagar” por las mercancías importadas, este método se denominó “Valor de Transacción” y su objeto 
era el de proporcionar elementos equitativos, uniformes y neutros que permitieran realizar ajustes en base a la realidad 
comercial; este método quedo signado en un acuerdo independiente conocido como el Código de Valoración de la Ronda 
Tokio y fue signado por más de 40 países.

Finalmente, en 1994, el Código de Valoración de la Ronda Tokio, fue sustituido por el Acuerdo de la OMC relativo a la 
Aplicación del artículo VII del GATT de 1994; este acuerdo en esencia es igual al Código de Valoración de la Ronda de 
Tokio y se aplica únicamente a la valoración de las mercancías a efectos de la aplicación de derechos ad valorem a las 
importaciones; en el Acuerdo se indica que la valoración en aduana debe basarse, en el precio real de las mercancías 
objeto de valoración, que por lo general se consigna en la factura. Este precio más los ajustes correspondientes a 
determinados elementos que en México se le conocen como “Gastos Incrementables”, equivale al valor de transacción; 
este valor constituye el primer y principal método a que se refiere el Acuerdo, así mismo se establece que en los casos en 
que no exista valor de transacción o en que el valor de transacción no sea aceptable como valor en aduana por haberse 
distorsionado el precio como consecuencia de ciertas condiciones, el Acuerdo establece otros cinco métodos de valoración 
en aduana que habrán de aplicarse en el orden prescrito y que más adelante se mencionan.

Así las cosas, México al formar parte de la OMC, para determinar el Valor en Aduana de las mercancías a importar, aplica 
la misma metodología en el capítulo correspondiente en la Ley Aduanera, particularmente en los artículos del 64 al 78-C, en 
los que al igual que en el Acuerdo de la OMC, el primer método a aplicar es el de “Valor de Transacción”, mismo que señala:

ARTICULO 64. La base gravable del impuesto general de importación es el valor en aduana de las mercancías, salvo los 
casos en que la ley de la materia establezca otra base gravable.

El valor en aduana de las mercancías será el valor de transacción de las mismas, salvo lo dispuesto en el artículo 71 de 
esta Ley.

Se entiende por valor de transacción de las mercancías a importar, el precio pagado por las mismas, siempre que concurran 
todas las circunstancias a que se refiere el artículo 67 de esta Ley, y que éstas se vendan para ser exportadas a territorio 
nacional por compra efectuada por el importador, precio que se ajustará, en su caso, en los términos de lo dispuesto en el 
artículo 65 de esta Ley.
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Se entiende por precio pagado el pago total que por las mercancías importadas haya efectuado o vaya a efectuar el 
importador de manera directa o indirecta al vendedor o en beneficio de éste.

En lo que se refiere a la salvedad para aplicar este método, el artículo 71 enlista los métodos adicionales que podrán 
ser utilizados por los importadores, en lo que respecta a las condicionantes del artículo 67 las cuales se enuncian a 
continuación:

l. Que no existan restricciones a la enajenación o utilización de las mercancías por el importador, con excepción de las 
siguientes:

a) Las que impongan o exijan las disposiciones legales vigentes en territorio nacional.
b) Las que limiten el territorio geográfico en donde puedan venderse posteriormente las mercancías.
c) Las que no afecten el valor de las mercancías.

 
Il. Que la venta para la exportación con destino al territorio nacional o el precio de las mercancías no dependan de alguna 
condición o contraprestación cuyo valor no pueda determinarse con relación a las mercancías a valorar.

III. Que no revierta directa ni indirectamente al vendedor parte alguna del producto de la enajenación posterior o de 
cualquier cesión o utilización ulterior de las mercancías efectuada por el importador, salvo en el monto en que se haya 
realizado el ajuste señalado en la fracción IV del artículo 65 de esta Ley.

IV. Que no exista vinculación entre el importador y el vendedor, o que en caso de que exista, la misma no haya influido en 
el valor de transacción.

Cabe señalar que el Método de Valor de Transacción es el más utilizado y en algunos de los casos por desconocimiento de 
los importadores de la existencia de los casos de excepción para la aplicación del mismo, lo hacen de manera equivocada, 
por lo que de encontrarse en alguno de los supuestos anteriores, como se establece en el artículo 64 transcrito, el importador 
no podrá utilizar el Método de Valor de Transacción, y por lo tanto se deberá aplicar alguno de los siguientes:

I. Valor de transacción de mercancías idénticas. 
II. Valor de transacción de mercancías similares. 
III. Valor de precio unitario de venta. (Deductivo)
IV. Valor reconstruido.
V. Valor determinado conforme a lo establecido en el artículo 78. (Último Recurso)

No obstante la metodología establecida para la determinación del valor en aduana, la práctica de subvaluación es una 
actividad que desde siempre se ha buscado erradicar y es por ello que la Ley Aduanera incluye preceptos que tienen como 
objeto detectar y sancionar este tipo de prácticas; por ejemplo, el séptimo párrafo del artículo 43 de la Ley Aduanera, indica 
que el reconocimiento aduanero no limita las facultades de comprobación de las autoridades aduaneras respecto de las 
mercancías que se introduzcan o extraigan del territorio nacional, no siendo aplicable en estos casos el artículo 36 del 
Código Fiscal de la Federación, así mismo establece que si las autoridades omiten al momento del despacho objetar el 
valor de las mercancías o los documentos o informaciones que sirvan de base para determinarlo, no se entenderá que el 
valor declarado ha sido aceptado o que existe resolución favorable al particular.

Por otra parte, conforme al artículo 151 en su fraccion VII, considera como causal de embargo precautorio de las mercancías 
a importar, cuando el valor declarado en el pedimento sea inferior en un 50% o más, al valor de transacción de mercancías 
idénticas o similares.
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Así mismo la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, ha publicado criterios en los que establece que para comprobar 
la correcta determinación del valor en aduana, no solo basta con la factura, por lo que en ejercicio de facultades de 
comprobación, pueden requerir otros medios de prueba necesarios para comprobar que el valor declarado ha sido 
determinado de conformidad con las disposiciones aplicables, por lo que pueden requerir entre otros documentos, las 
cartas de crédito, instrumentos negociables o constancia de transferencia de dinero que correspondan.

Ahora bien, con el fin de que el importador otorgue todos los elementos que considero para determinar el Valor en Aduana 
de las mercancías a importar al amparo de cualquiera de los métodos a que se hace referencia en el presente documento, 
el artículo 59 de la Ley Aduanera obliga a los importadores a que entreguen a la agencia aduanal o al agente aduanal que 
promueva el despacho de las mercancías el documento denominado “MANIFESTACION DE VALOR” documento en el cual 
bajo protesta de decir verdad el importador proporciona los elementos que permitan comprobar que el Valor en Aduana 
fue determinado en los términos de la Ley. El importador deberá conservar en documento digital dicha manifestación y 
obtener la información, documentación y otros medios de prueba necesarios para comprobar que el valor declarado ha 
sido determinado de conformidad con las disposiciones legales aplicables y en su caso la proporcione a las autoridades 
aduaneras, cuando éstas lo requieran; igualmente esta Manifestación de Valor deberá entregarla en documento digital o 
electrónico, según sea el caso, a la autoridad aduanera cuando ésta así lo requiera.

Es importante mencionar que la Manifestación de Valor es un formato oficial aprobado en el anexo 1 de las Reglas 
Generales de Comercio Exterior, mismo que debe ser requisitado y firmado por el representante legal de la empresa, 
sin embargo en la práctica al día de hoy este documento es elaborado por los agentes aduanales y sólo se lo envían al 
importador para firma, sin embargo con los recientes cambios que se dio a este documento y al procedimiento para su 
presentación mediante la transmisión en la Ventanilla Uncia de Comercio Exterior, sería muy delicado el que las empresas 
no asuman esta obligación ya que por todos es sabido que el agente aduanal no cuenta con toda la información que 
permita llenar este documento con precisión en lo que a algunos aspectos se refiere; uno de los principales cambios que se 
dieron en la “nueva” manifestación de valor, tiene que ver con el acreditamiento de la personalidad del representante legal 
de la empresa o la persona autorizada para el llenado de la manifestación, así como el acreditamiento de la facultad de 
quien la vaya a transmitir en el Sistema Electrónico Aduanero, así como de la documentación que deberá anexarse a este 
documento y que entre otros, los documentos que respaldan el pago de la mercancía a los proveedores en el extranjero.

En términos generales, la nueva manifestación de valor requiere la siguiente información:

1.	 Información general de quien introduce la mercancía.
2.	 Datos del Representante legal.
3.	 Personas autorizadas para efectuar el trámite.
4.	 Información relacionada con el trámite.
5.	 Vinculación.
6.	 Método de Valoración.
7.	 Precio pagado.
8.	 Forma de Pago.
9.	 Gastos incrementables.
10.	Valor en Aduana.

Adicional a esto y como ya se mencionó, se deberá anexar la siguiente documentación:

Información general 
El presente formato se llenará electrónicamente en Ventanilla Digital. 

Los campos que sean insuficientes para señalar la información requerida, podrán ampliarse sólo en cuanto a su tamaño.
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Deberá presentarse una manifestación de valor por cada vendedor o remitente en el extranjero.

Los campos de los numerales 1.1., 4.1. y 4.2. son obligatorios.

Opciones de presentación
El trámite deberá presentarse a través de la Ventanilla Digital, para lo cual se estará a lo dispuesto en la regla 1.2.1., cuarto 
párrafo; obteniendo el acuse de recepción en el que conste el folio que otorga dicha Ventanilla.

Indicaciones Específicas
En el Rubro Información general de la persona que introduzca la mercancía:
En el numeral 1.1., se deberá declarar el ID Fiscal, en la parte del “RFC con homoclave”, cuando se trate de personas 
residentes en el extranjero sin establecimiento permanente.

En el Rubro Información relacionada con el trámite:
En el numeral 4.3.3. el precio pagado o por pagar es el previsto en los documentos equivalentes que se adjunten, deberá 
anotarse en la moneda en que se emitió.

Adjuntar en documento digital:
1.	 CFDI o documento equivalente; 
2.	 Documentos comprobantes del pago de las mercancías, tales como la transferencia electrónica del pago o carta de 

crédito; se podrá incluir el pago referente a diversos conceptos de una operación de comercio exterior o el pago de 
diversas operaciones de comercio exterior, haciendo el desglose correspondiente.

3.	 Documentación que compruebe los incrementables declarados.
4.	 Cualquier otro documento necesario para la correcta determinación del valor en aduana de las mercancías.
5.	 Pedimento de exportación del país de origen o de procedencia, con su debida traducción al español.
6.	 Conocimiento de embarque, lista de empaque, guía aérea o demás documentos de transporte.
7.	 Documento que compruebe el origen (cuando corresponda) y la procedencia de las mercancías.
8.	 Documento en el que conste la cuenta aduanera de garantía.
9.	 Formulario Múltiple de Comercio Exterior, cuando se haya pagado la multa establecida en el artículo 184-B, fracción I 

de la Ley, en caso de retransmisión de este formato.
10.	 Instrumento o poder notarial con poder o facultades suficientes para elaborar y transmitir la “Manifestación de valor”, 

cuando se trate de personas autorizadas para tal efecto. 

Uno de los documentos que mas llaman la atención, es el listado en el numeral 5 “Pedimento de exportación del país de 
origen o de procedencia, con su debida traducción al español”. Este documento hoy en día es algo que en la práctica no 
se solicita y mucho menos se envía por parte de los proveedores extranjeros, sin embargo en una primera etapa este será 
obligatorio al menos para quienes importen mercancías señaladas en las fracciones arancelarias del Anexo 10, Apartado 
A, Sectores 10 “Calzado”, 11 “Textil y Confección”, 14 “Siderúrgico” y 15 “Productos Siderúrgicos”, así como del Apartado 
B, Sectores 8 “Minerales de Hierro y sus concentrados”, 9 “Oro, plata y cobre”, 14 “Hierro y Acero” y 15 “Aluminio”.

Como se puede apreciar, con esta nueva manifestación de valor la autoridad pretende obtener todos los elementos que le 
van a permitir validar si la mercancía importada para efectos de la determinación del “Valor en Aduana”, se realizó conforme 
a las disposiciones aplicables y en caso de que no, aplicar las sanciones correspondientes, ratificando con esta medida 
la importancia que se le está dando al tema de la determinación del Valor en Aduana de las mercancías. Es importante 
señalar que esta nueva manifestación de valor entrará en vigor el 01 de diciembre del 2019, por lo que en el inter las 
empresas deberán de ir implementando las medidas necesarias para cumplir con la obligación de obtener y presentar 
todos los elementos que permitan respaldar ante la autoridad el Valor en Aduana, el Método de Valoración aplicado y por 
último la elaboración y transmisión de la Manifestación de Valor que a la fecha no ha sido de su preocupación.



Comisión de Apoyo al Ejercicio Independiente 2.0
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No, no voy a decir que IMMEX va a morir, los que mueren son los registros de algunas empresas que no han cumplido 
con sus obligaciones, y quiero tratar no tanto de las obligaciones sino de las consecuencias de la muerte de un programa 
IMMEX.

Entre las obligaciones de las que no quiero escribir en éste artículo esta una, tal vez la más tangible en cuanto a que; si no 
se cumple, el IMMEX se suspende, esta es la presentación del reporte anual ante Secretaría de Economía, que conlleva 
además de la presentación del reporte, la obligación de haber cumplido con las cantidades mínimas de exportación que 
son $500,000 dólares o el 10% de las ventas totales. Cuando la empresa no cumple con la presentación del reporte 
anual, o cuando no alcanza las cantidades, su IMMEX se suspende a partir del día 1 de junio. Se tiene para subsanar la 
presentación o demostrar las cantidades citadas hasta el 30 de agosto, en caso contrario se cancelará el programa. 

Dentro de las empresas a las que les suspendieron el IMMEX, existen variedad de panoramas, entre ellos, las empresas 
que quieren su programa, pero no tienen proyectos de exportación, aquellas que olvidaron cumplir (si, hay empresas que 
olvidan sus obligaciones), las que no sabían que tenían la obligación, y aquellas que ya no quieren el programa porque no 
lo usan, o no le ven utilidad.  Me dirijo a las últimas: Nos hemos topado en el ejercicio de nuestra vocación como consultores 
que hay empresas que prefieren perder el registro y toman como pretexto la suspensión y posterior cancelación a la que 
estaba refiriéndome líneas arriba, pero es importante hacer saber que no es tan fácil como eso, sino que se deben de 
finiquitar algunas las obligaciones a las que en su momento estábamos obligados. 

Nótese que me referí a “algunas” y no “todas” las obligaciones simplemente porque no vemos consecuencias de no 
hacerlo, pero aquellas que si conllevan consecuencia es preciso atenderlas como lo son:
•	 Llevar el control de inventarios a que se refiere el Anexo 24.
•	 No tener saldos de mercancías temporales
•	 No tener saldos de maquinaria temporal

Las demás obligaciones, como haber reportado al INEGI, haber tenido opinión positiva, etc., no tiene caso platicarlas 
porque si ya no se tiene el programa ya no existe riesgo. Una obligación más, como la de haber dado de alta la mercancía 
sensible, si no se hizo, y se importó, no hay más que hacer, más que esperar alguna determinación de la autoridad si lo 
llega a observar. Si se hicieron las ampliaciones correspondientes, entonces no hay más que demostrar su utilización 
conforme a los tres puntos de arriba.

El control de inventarios nos ayuda a demostrar los siguientes dos puntos, es decir, ayuda a demostrar que la empresa 
no tiene saldos de mercancías ni de maquinaria temporal, por lo que es imprescindible, antes de pensar en dejar morir al 
programa, conocer si se cuentan con saldos de una u otra mercancía.

Recordemos que el arancel se causa por la introducción al país y si este se difiere con el programa IMMEX entonces se 
deben cumplir con las condiciones siguientes:
•	 Retornar al extranjero dentro del plazo establecido
•	 Cambiarse de régimen 
•	 Transferirse a otra empresa con programa
•	 Destruirse o;
•	 Donarse

De lo anterior nos queda saber si la mercancía, en su totalidad (salvo las mermas) cumplieron con las condiciones de 
arriba en caso contrario se puede tener un riesgo importante ya que la mercancía puede estar ya fuera de plazo de su 
temporalidad o a punto de perderlo.
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Si el IMMEX se cancela, el propio Decreto establece que se tendrán 60 días naturales para destinarlos aduanalmente 
a alguna de las citadas situaciones. Supongamos que una empresa pierde su IMMEX porque así lo quiso, en virtud de 
que desde 2016 no realiza importaciones temporales. Esta empresa deberá entonces, revisar que a 2016 haya cumplido 
con sus obligaciones de retorno o cambio de régimen, destrucción o cualquier supuesto que le aplique, pero basado en 
registros de ventas, salidas de almacén y sobre todo en los descargos de su Anexo 24, que todavía esta obligado a tener 
como parte de la comprobación de las importaciones temporales que en su momento realizó.

Supongamos otra empresa que en 2006 realizó la importación de maquinaria (consideremos que el arancel si lo debió 
pagar por lo establecido en el artículo 104 de la Ley Aduanera), por la que no pagó el IVA, pagó el Derecho de Trámite 
Aduanero a una tasa distinta y, en su caso dejó de cumplir con algunas regulaciones. Para esta empresa, debemos 
considerar varias cosas; la primera de ellas es, que tal vez en los registros contables la maquinaria tenga un valor nulo, 
en virtud de que posiblemente se dedujo al 100% (depreció conforme a la reforma de 2013), sin embargo para efectos de 
IMMEX, la mercancía está en el país de manera temporal y debe cumplir con su ciclo, independientemente de que ya para 
el área fiscal, financiera o contable no tenga valor, e independientemente que ya haya pagado el arancel. 

Para ambos casos, la empresa que pierda su IMMEX deberá estar segura de haber finiquitado impuestos, y regulaciones 
que le apliquen, o deberá, entonces en los 60 días comentados realizar la regularización o el cambio de régimen de la 
mercancía que siga en temporal.

Existe la posibilidad de obtener por parte del SAT, una autorización de ampliación del plazo de los 60 días hasta llegar a 
los 180 adicionales, siempre y cuando se pidan antes del vencimiento del primero. Ahora bien, esta autorización esta a 
discreción de las autoridades ya que no establece la legislación algún motivo por el cual se pueda o no autorizar por lo que 
lo recomendable es; solicitarlo, pero previniéndose financieramente ante alguna negativa.

Por último, quisiera agregar que; si bien la mercancía puede, como lo comenté, tener un valor nulo para efectos fiscales, 
no quiere decir que el valor para efectos aduaneros será el mismo, ya que se deprecia para efectos del cambio de régimen 
únicamente en la proporción en que se utilice para la exportación de productos. Dicho de otra forma, si para efectos fiscales 
una maquinaria se deduce 10%, y la proporción de las exportaciones sobre las ventas nacionales es del 50%, entonces el 
10% se deduce en un 50%, es decir: 5%.

Las proporciones mencionadas deben calcularse más precisamente con base en lo dispuesto en las reglas generales de 
comercio exterior aplicables. Para el día de hoy, la vigente es la regla 1.6.10.
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Uno de los objetivos más recurrentes en las personas es lograr potencializar su situación económica, sin embargo, no 
siempre se cuenta con las mejores herramientas, la información suficiente o los caminos más claros. Indudablemente, 
el reto de tener un plan alternativo de ingresos se vuelve una intención que nos mueve y, al mismo tiempo, nos llena de 
incertidumbre, ya que la ansiedad de no contar con un “plan B” no suena como el mejor escenario. Entonces, ¿cuál es el 
reto de nuestro día a día?, definitivamente, estructurar esquemas financieros que permitan que nuestro dinero trabaje para 
nosotros. 

Uno de estos esquemas que cumplen con las características de ser ágiles, prácticos y disponibles, son las inversiones en 
la bolsa, ya que nos permiten decidir en base a información accesible para todos. En la actualidad, el capacitarse en esta 
línea es una opción tangible. Si somos capaces de ahorrar cierto porcentaje de nuestros ingresos y podemos canalizarlos 
en este tipo de inversiones, lograremos obtener un beneficio adicional generado por nuestro propio dinero con el paso del 
tiempo. 

Ahora, un punto importante que debemos de tener claro es que no existe inversión sin riesgo, por lo que, en la mayoría 
de los casos, será de mucho valor el acercarse a personas e instituciones con experiencia y conocimiento en el rubro. 
Definitivamente esto permitirá que la curva de aprendizaje sea menor y que puedas conocer y determinar tu nivel de 
tolerancia al riesgo, el horizonte de tiempo que hacen sentido con tus planes de vida y definas la rentabilidad mínima que 
estás dispuesto a aceptar en tu proyecto de inversión.

Existe una gran variedad de opciones para invertir en los diferentes tipos de mercados y mesas de dinero disponibles en 
nuestro país. A continuación, te platicamos de las más comunes:

-Cetes: Los Certificados de la Tesorería de la Federación son bonos emitidos por el gobierno a plazos de 28, 
91, 182 y 364 días, donde al término de ese periodo, el gobierno se compromete a pagarte con un rendimiento 
adicional según el plazo pactado. En México, a través de la página cetesdirecto.com se puede acceder desde $100 
mensuales.

-	Acciones: Actualmente, México cuenta con dos bolsas de valores (BMV y Biva) mediante las cuales se pueden 
adquirir acciones de empresas que coticen en cualquier país del mundo mediante el Sistema Internacional de 
Cotizaciones (SIC). Las acciones son inversiones de renta variable por lo que son productos muy volátiles. Su 
rentabilidad varía dependiendo de los resultados de la empresa.

-	Fondos de inversión: Se clasifican en renta variable, deuda y capital y se trata de instituciones que reúnen el ahorro 
de varias personas que se vuelven accionistas de dicha sociedad para que inviertan su dinero en busca de una tasa 
de interés más alta. 

-	Seguros: Las aseguradoras ofrecen productos que pueden conjugar tanto el ahorro como la inversión y, al mismo 
tiempo, contar con un seguro que nos proteja de cualquier imprevisto que pudiera afectar nuestro patrimonio. 

¿Cuáles podrían ser algunos consejos para contemplar en este tipo de inversiones?
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- Recuerda siempre mantener una mezcla de instrumentos a diferentes plazos y acorde a tus objetivos como 
inversionista. Es importante tener presente que lograr la rentabilidad deseada implica ser paciente y disciplinado. 

- La idea de que existe un instrumento con grandes rendimientos garantizados en el corto plazo donde el dinero esté 
seguro, no es real. Mantente congruente a lo que sí es posible y hace sentido.

- Ten presente que el dinero que estás asignando a tu inversión requiere de un tiempo de maduración. No lo 
contemples en planes a corto ni mediano plazo, siempre invierte pensando en el largo plazo.

- Invertir no es ahorrar, toma decisiones considerando todos los factores económicos reales y analizando los 
diferentes contextos y escenarios posibles.

- Conoce bien tus objetivos y tu tolerancia al riesgo. No inviertas en productos que desconozcas.

Existen diferentes formas de invertir el dinero, algunos lo hacen en bienes inmuebles, otros en oro o en arte y algunos otros 
en diferentes negocios, siempre en busca de obtener un beneficio. Invertir en la bolsa es una excelente opción para todos 
aquellos que cuenten con la preparación adecuada y la asesoría correcta para tomar decisiones informadas. Ser constante, 
ordenado y pensar siempre en el largo plazo, son algunas de las características que debemos contemplar si decidimos 
sumergirnos en el mundo de las inversiones. 
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La valoración de las mercancías en la importación es uno de los aspectos importantes a considerar y revisar cuidadosamente, 
teniendo alta diligencia por parte de las áreas de cumplimento, comercio exterior o tráfico y finanzas, debe existir 
una comunicación efectiva y vinculante en los departamentos involucrados a efectos de evitar discrepancias entre la 
información que procesa importaciones y la que tiene finanzas particularmente en sus áreas de contabilidad y cuentas 
por pagar. Existen diversos conceptos que pudieran generar discrepancias, derivados de falta de comunicación o de una 
comunicación deficiente, a manera de ejemplos a continuación citamos algunos conceptos que consideramos importantes:

1. Facturas comerciales con valor distinto al precio pagado.

Pueden existir situaciones en las que el proveedor envía con la mercancía una factura que no necesariamente la emite 
el sistema de facturación y que se utiliza para la elaboración del pedimento que formará parte de la base gravable, 
posteriormente cuando llega el momento de pago, el proveedor envía para cobro la factura que emite su sistema de 
facturación y sucede que el valor de los bienes es diferente ya sea por el incremento de los precios internacionales de los 
materiales (commodities), ajustes internos de precios en el sistema entre la fecha de envío y la de facturación, etc., dando 
como resultado importes diferentes entre lo reflejado en el pedimento y la factura pagada que pueden derivar en créditos 
fiscales, o en un riesgo latente si es que no se corrigen, sin embargo, muchas veces ni si quiera se visualizan. Siempre 
será muy necesario implementar los candados suficientes en los sistemas para que tesorería no pague facturas que no 
coincidan con los importes reflejados en el pedimento de importación, acotando con esto los riesgos mencionados. 

2.Valores de Asistencia “Assist” al momento de la importación.

Este concepto podría ser recurrente, pero en este caso particular en las empresas con departamentos diversos y bien 
delimitados en sus funciones, toca el turno al área de desarrollo de proveedores (procurement) y compras quienes se 
encargan entre otras cosas de seleccionar y contactar a los proveedores en diferentes partes del mundo, ahora bien, 
no en pocas ocasiones en las negociaciones entre estos departamentos y los proveedores se acuerdan precios de las 
mercancías sin incluir:  herramientas, dados, troqueles, maquinaria y equipo libre de cargos o a costo reducido para los 
proveedores, es decir, las empresas que compran proveen materiales, partes o componentes gratis o a costo reducido, así 
como trabajos de ingeniería realizados, etc. para que el proveedor pueda producir su los bienes, por lo que todos los costos 
inherentes a lo anteriormente mencionado son parte integral del costo del producto a importar y por ende debe de formar 
parte de la base gravable a la importación.  Es importante que las empresas aseguran que están declarado estos costos 
de asistencia en sus pedimentos de importación.

3. Regalías y comisiones.

Los contratos por regalías y comisiones normalmente son negociados por el área de finanzas de los corporativos globales 
o por áreas de finanzas de las empresas y en ocasiones no se notifica a las áreas de cumplimiento en comercio exterior 
o importaciones, quedando estas últimas sin visibilidad de lo que está aconteciendo con estos conceptos y por lo tanto, 
no son declarados en la importación, adicionalmente tiene que involucrarse la parte legal y fiscal para analizar el tipo de 
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regalías y comisiones que se tiene la obligación de pagar, si son relativas al uso o son una condición de venta de los bienes 
importados, etc. estos deberían o no  incluirse en la base gravable de importación dependiendo del resultado del análisis, 
por lo que nuevamente recalcamos la importancia de la comunicación entre las diferentes áreas.

4. Operaciones con Partes relacionadas, Estudio de valoración aduanera y Precios de Transferencia

Es de gran relevancia para las empresas que realizan operaciones de comercio exterior (importaciones) con partes 
relacionadas, el realizar tanto el estudio de precios de transferencia como el de valoración aduanera, el primero para 
efectos de impuesto sobre la renta en el que dicho estudio  cumpla con el principio de “arm’s length” ( tecnicismo que sirve 
para indicar que las operaciones que se realizan con partes relacionadas también se realizan en los mismo términos y 
condiciones como con las partes independientes) el SAT buscaría que el valor de los bienes no estén sobrevaluados,  por 
el otro lado, el estudio de valoración aduanera su perfil busca que las operaciones estén a valor de mercado y más bien 
que el precio de los bienes no estén subvaluados. En otras palabras, para efectos del impuesto sobre la renta se busca 
que su valor sea inferior y por el otro lado la autoridad aduanera busca que la base sea superior, es decir, son diferentes 
los objetivos, por lo que lograr estudios precisos cumpliendo con los requisitos y sustentarlos correctamente en su caso con 
los ajustes necesarios permite en la medida de lo posible blindar las operaciones con partes relacionadas.     

5. Incoterms
Lo que respecta a las operaciones de importación es también importante revisar que los acuerdos comerciales entre 
las partes queden debidamente documentados y reflejen en el papel lo que de hecho sucede en la operación diaria, 
preferentemente deberán asentarse en contratos firmados por ambas partes que sean muy específicos y no den lugar a 
interpretaciones, se recomienda contengan entre otras cosas y para el caso que nos ocupa: el punto de entrega acordado, 
quien paga el seguro, en qué momento se transmiten los riesgos de pérdida entre el lugar de salida de la mercancía y el 
destino final, quien paga los fletes, etc., las áreas de compras, procurement, logística, finanzas y desde luego importaciones 
son parte esencial de comunicación.
A manera de ejemplo citamos el siguiente escenario: Una factura de compra que contenga un Incoterm por ejemplo Ex 
Works EXW (En fábrica) la teoría de este Incoterm señala que el comprador tendrá que tomar las mercancías de los 
almacenes del vendedor y a partir de ese momento correrá con todos los costos y riesgos que esto incluya. por su parte el 
área de importaciones manifiesta en el pedimento de importación como base gravable solo el valor de la factura sin incluir 
incrementables (todos los gastos incurridos desde que se tomó la mercancía del almacén hasta la aduana en México). Con 
esta información “pedimento y factura” la autoridad puede claramente determinar que la base gravable es incorrecta, esto 
con independencia que quizá en el contrato y en la realidad el precio pagado por los bienes si incluye los gastos señalados, 
pero están a cargo del vendedor. En este escenario podemos decir que la base estaba cierta, sin embargo, el que no se 
hubieran comunicado los términos de la negociación dejó imposibilitadas a las áreas de compras o de importaciones el 
detectar que el incoterm manifestado era incorrecto. 
Es importante tener en consideración particularmente para las empresas que cotizan en bolsa, que pudieran ver afectados 
sus registros contables en materia de inventarios y cuentas por pagar si no se maneja adecuadamente los elementos 
comentados en este punto.

Posibles Errores de Valoración en la Importación

A continuación, citamos algunos errores de valoración en la importación:
•	 Operaciones a valor cero, lo cual es incorrecto para efectos de importación;
•	 Valores ficticios o arbitrarios, ya que lo correcto es determinar los valores correctos bajos los métodos de valoración 

existente;
•	 Inapropiada valuación muestras y /o prototipos.
•	 Valoraciones de mercancías basadas solo en el precio de ventas o costo de producción.
•	 Falta de documentación soporte.
•	 Valoración incorrecta de bienes retornados y/o reparados 
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En resumen, las discrepancias generadas por los conceptos señalados se traducen en una base gravable inexacta en la 
determinación de los impuestos generales de importación, derecho de trámite aduanero e Impuesto al Valor Agregado. 
Estas discrepancias generadas por desconocimiento o por falta de comunicación entre las áreas de las empresas generan 
riesgos de no cumplimiento importantes.
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Las empresas se crean para para vender productos o servicios, cada una es única, se estructura de tal manera que existe 
un número de unidades de producto o de servicio que puede producir y entregar en un periodo de tiempo determinado. 
Este dato es la capacidad propia de cada empresa, sin embargo, muchas desconocen cuánto podrían producir en un día en 
condiciones normales. Las empresas “CREEN” conocer su capacidad basado en un momento “histórico” en el cual basan 
su estimación de la capacidad de producción o prestación del servicio. 

Para podernos adentrar en el tema es necesario clarificar conceptos:

“Capacidad Ociosa o no utilizada” es aquella capacidad instalada de producción de una empresa que no se utiliza o que 
se subutiliza.

“Capacidad Instalada”. Es la cantidad máxima de unidades de un producto o servicio, a condiciones normales de operación 
que se podrían producir en un tiempo específico.

Toda empresa para poder operar requiere de unas instalaciones que conformen su capacidad para producir, lo ideal es 
que estas instalaciones sean aprovechadas al 100%, algo que no siempre sucede ya sea por falta de planeación o por 
situaciones ajenas al control de la empresa. 

Muchas empresas de servicios no caen en la cuenta de que tienen una capacidad “x” de producir servicios. Esa capacidad 
se determina tal como se hace en procesos de producción de tangibles en fábricas.



24BOLETÍN
TÉCNICO

La capacidad instalada no utilizada es lo que se conoce como capacidad ociosa y le representa a la empresa un alto 
costo financiero puesto que las instalaciones no utilizadas requieren mantenimiento, se deterioran, y posiblemente queden 
obsoletas antes de generar alguna renta a la empresa. En la mayoría de los casos la principal razón por la que no se 
utiliza el 100% de la capacidad de una empresa es: falta de planeación, deficiente estudio de mercado o fallas en las 
proyecciones de ventas, por ejemplo:

•	 Si una empresa tiene capacidad para producir 10,000 unidades de un determinado bien, pero que solo puede vender 
6,000 tendrá una capacidad ociosa de un 40%; a la empresa le resulta menos oneroso no producir a su capacidad total 
que tener una gran cantidad de inventarios, que posiblemente no los venda y que al final se pierdan.

•	 Si una empresa solo vende 6,000 unidades y tiene una capacidad para producir 10,000, es evidente que no se hizo 
una correcta evaluación del mercado que podría cubrir la empresa. Lo ideal es que la empresa opere a un 100% y que 
además venda la totalidad de la producción.

Para estimar la capacidad no utilizada primero se debe estimar la capacidad instalada, partiendo de la capacidad 
instalada toda aquella que no se utilice es la capacidad NO UTILIZADA. El costo se cuantifica igual que la capacidad 
instalada, así como también se puede estimar el costo de oportunidad perdido.

Como comentamos la Capacidad Instalada es una característica propia de cada empresa, la capacidad se obtiene de un 
proceso de dos fases: Cálculo y Medición. Es muy importante no asumirlo o inventarlo.

El Cálculo de la capacidad del proceso involucra aspectos de la dirección de operaciones como horizonte de tiempo, 
planeación de las instalaciones, proceso o servicio, etc. Para conocer la capacidad actual se requiere involucrar labores 
como: tomas de tiempo determinación de cuellos de botella y balanceo de procesos.
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La Toma de tiempos es una técnica para establecer un estándar de tiempo para una tarea determinada, sus pasos son: 
seleccionar el proceso, explicar al personal el objetivo del análisis, mapear el proceso y tomar tiempo de las operaciones. 
El transporte, almacenaje, inspección y demora no forman parte de la capacidad instalada, salvo que sean restricción.

El balanceo de procesos busca equilibrar los tiempos de operación en todas las áreas del proceso, los procesos equilibrados 
optimizan variables que afectan la productividad como: inventarios en proceso, tiempos de elaboración y entregas parciales. 
Permite estimar la capacidad instalada.

La Fase de medición es un método aplicable a cualquier caso; las actividades a realizar son las siguientes:

•	 Defina claramente qué se considera una unidad de proceso para esa estación.
•	 Identifique un momento o movimiento que indique que aquí se inicia una unidad de trabajo.
•	 Identifique el movimiento que indique que aquí termina una unidad de trabajo.
•	 En un formato previamente preparado registrar lecturas de los tiempos de unidad de trabajo.  La muestra debe incluir 

un número razonable de mediciones.
•	 Tomar muestras en horas distintas.
•	 Cada muestra debe ser del mismo número de observaciones. 

CONCLUSIONES:

No tener estimada la capacidad instalada significa aceptar hacer un trabajo desordenado y carente de planificación.

Entre más problemas diarios se ve resolviendo al equipo de trabajo se sabe que menos se ha planificado.
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Alcance de esta NIA

Esta Norma Internacional de Auditoría (NIA) trata de la responsabilidad que tiene el auditor de comunicarse con los 
responsables del gobierno de la entidad en una auditoría de estados financieros. Aunque la presente NIA se aplica con 
independencia de la dimensión o estructura de gobierno de la entidad, su aplicación presenta particularidades cuando 
todos los responsables del gobierno de la entidad participan en su dirección, y en el caso de entidades cotizadas. Esta NIA 
no establece requerimientos relativos a la comunicación del auditor con la dirección de una entidad o con sus propietarios 
a menos que sean a la vez responsables del gobierno de la entidad.

El ámbito de aplicación de esta NIA es la auditoría de estados financieros, pero también puede aplicarse, adaptada en 
la medida en que las circunstancias lo requieran, a las auditorías de otra información financiera histórica, cuando los 
responsables del gobierno de la entidad sean los responsables de supervisar la preparación de dicha información financiera 
histórica.

La función de la comunicación es facilitar:

a) Al auditor y a los responsables del gobierno de la entidad la comprensión de los asuntos relacionados con la 
auditoría en su contexto, y el desarrollo de una relación de trabajo constructiva. Esta relación debe desarrollarse 
manteniendo la independencia y objetividad del auditor;
b) Al auditor, la obtención de los responsables del gobierno de la entidad la información necesaria para la realización 
de la auditoría. Por ejemplo, los responsables del gobierno de la entidad pueden facilitar al auditor el conocimiento 
de la entidad y su entorno, y la identificación de las fuentes adecuadas de evidencia de auditoría, así como 
proporcionarle información sobre transacciones o hechos específicos; y
c)Los responsables del gobierno de la entidad pueden facilitar al auditor el conocimiento de la entidad y su entorno, 
y la identificación de las fuentes adecuadas de evidencia de auditoría, así como proporcionarle información sobre 
transacciones o hechos específicos; y

Los objetivos del auditor son:

a) La comunicación clara con los responsables del gobierno de la entidad acerca de las responsabilidades del 
auditor en relación con la auditoría de estados financieros, así como una descripción general del alcance y del 
momento de realización de la auditoría planificados;
b) La obtención de los responsables del gobierno de la entidad de la información necesaria para la auditoría;
c) La comunicación oportuna con los responsables del gobierno de la entidad acerca de los hechos observados 
que sean significativos y relevantes en relación con su responsabilidad de supervisión del proceso de información 
financiera; y
d) El fomento de una comunicación eficaz y recíproca entre el auditor con los responsables del gobierno de la 
entidad.
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Cuestiones que deben comunicarse

1.	 Responsabilidades del auditor en relación con la auditoría de estados financieros: las responsabilidades del auditor en 
relación con la auditoría de los estados financieros a menudo se incluyen en la carta de encargo u otra forma adecuada 
de acuerdo escrito en el que se registran los términos del encargo. Las disposiciones legales, reglamentarias o la 
estructura de gobierno de la entidad pueden requerir que los responsables del gobierno de la entidad acuerden los 
términos del encargo con el auditor. Cuando no sea el caso, proporcionar a los responsables del gobierno de la entidad 
una copia de dicha carta de encargo u otra forma adecuada de acuerdo escrito puede ser una forma apropiada de 
comunicarse con ellos acerca de cuestiones.

2.	 Alcance y momento de realización de la auditoría planificados.
3.	 Hallazgos significativos de la auditoría.
4.	 La independencia del auditor.

El proceso de comunicación

El auditor se comunicará por escrito con los responsables del gobierno de la entidad acerca de los hallazgos significativos 
de la auditoría cuando, según su juicio profesional, la comunicación verbal no sea adecuada. No es necesario que las 
comunicaciones escritas incluyan todos los hechos puestos de manifiesto en el transcurso de la auditoría.

El auditor evaluará si la comunicación recíproca entre él y los responsables del gobierno de la entidad ha sido adecuada 
para el propósito de la auditoría. Si no lo ha sido, el auditor evaluará el efecto que, en su caso, este hecho haya tenido en 
la valoración de los riesgos de incorrección material y en su capacidad de obtención de evidencia de auditoría suficiente y 
adecuada, y adoptará las medidas adecuadas. 

En el caso de que los asuntos que deban ser comunicados en aplicación de esta NIA lo sean verbalmente, el auditor los 
incluirá en la documentación de auditoría, indicando el momento en el que fueron comunicados y la persona o personas 
a las que se dirigió dicha comunicación. En el caso de las comunicaciones escritas, el auditor conservará una copia de la 
comunicación como parte de la documentación de auditoría.

En la mayoría de las entidades, el gobierno es responsabilidad colectiva de un órgano de gobierno, tal como un consejo 
de administración, un consejo de supervisión, socios, propietarios, un consejo de dirección, un consejo de gobierno, 
un administrador fiduciario o figuras equivalentes. Sin embargo, en algunas entidades de pequeña dimensión una sola 
persona puede ser responsable del gobierno, por ejemplo el propietario-gerente, al no haber otros propietarios, o un único 
administrador fiduciario. En el caso de que el gobierno sea responsabilidad colectiva, puede encargarse a un subgrupo, 
tal como un comité de auditoría, o incluso a una persona, la realización de determinadas tareas para facilitar al órgano de 
gobierno el cumplimiento de sus responsabilidades. En otros casos, un subgrupo o persona puede tener responsabilidades 
específicas, fijadas legalmente, diferentes de las del órgano de gobierno.

La NIA 600 incluye cuestiones específicas que deben ser objeto de comunicación por los auditores de un grupo con 
los responsables del gobierno de la entidad. Cuando la entidad es un componente de un grupo, la persona o personas 
adecuadas con quienes se comunica el auditor del componente dependen de las circunstancias del encargo y del asunto a 
comunicar. En algunos casos, varios componentes pueden desarrollar la misma actividad con un mismo sistema de control 
interno y utilizando las mismas prácticas contables. Cuando los responsables del gobierno de dichos componentes son 
los mismos (por ejemplo, el mismo consejo de administración), se pueden evitar duplicidades tratando estos componentes 
simultáneamente a efectos de comunicación.

La comunicación del alcance y el momento de realización de la auditoría planificados puede:

a) Facilitar a los responsables del gobierno de la entidad una mejor comprensión de las consecuencias del trabajo del 
auditor, la discusión con el auditor de los temas relacionados con el riesgo y con el concepto de importancia relativa 
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y la identificación de las áreas en las que pueden solicitar al auditor que desarrolle procedimientos adicionales; y
b) Facilitar al auditor una mejor comprensión de la entidad y su entorno.

Las cuestiones comunicadas pueden incluir:

a) La manera en la que el auditor planifica tratar los riesgos significativos de incorrección material debida a fraude o error.
b) La manera en la que el auditor planifica tratar las áreas de mayor riesgo valorado de incorrección material.
c) El enfoque del auditor en relación con los controles internos relevantes para la auditoría.
d) La aplicación del concepto de importancia relativa en el contexto de una auditoría.
e) La naturaleza y grado de las habilidades o conocimientos especializados necesarios para aplicar los procedimientos de 
auditoría planificados o evaluar los resultados de auditoría, así como la utilización de un experto del auditor.

Otras cuestiones

En el caso de que la entidad cuente con una función de auditoría interna, el modo en que el auditor externo y los auditores 
internos pueden trabajar juntos de manera constructiva y complementaria, así como la utilización prevista del trabajo de la 
función de auditoría interna y la naturaleza y extensión de cualquier utilización prevista de la ayuda directa de los auditores 
internos.

Las opiniones de los responsables del gobierno de la entidad sobre:

a) La persona o personas apropiadas dentro de la estructura de gobierno de la entidad con las que hay que 
comunicarse.
b) El reparto de responsabilidades entre los responsables del gobierno de la entidad y la dirección.
c) Los objetivos y estrategias de la entidad, y los riesgos de negocio relacionados que pueden originar incorrecciones 
materiales.
d) Cuestiones que los responsables del gobierno de la entidad consideren que requieren una atención especial 
durante la realización de la auditoría y cualquier área en la que soliciten que se lleven a cabo procedimientos 
adicionales.
e) Las comunicaciones significativas con las autoridades reguladoras.
f) Otras cuestiones que los responsables del gobierno de la entidad consideren que pueden tener un efecto sobre la 
auditoría de los estados financieros.

Una comunicación oportuna durante toda la auditoría contribuye al logro de una sólida comunicación recíproca entre los 
responsables del gobierno de la entidad y el auditor. Sin embargo, el momento adecuado para efectuar las comunicaciones 
depende de las circunstancias del encargo. Son factores relevantes, entre otros, la significatividad y naturaleza de la 
cuestión y las medidas que se espera que los responsables del gobierno de la entidad adopten.

Otros factores que pueden ser relevantes para determinar el momento de realización de las comunicaciones son los 
siguientes:

a) La dimensión, la estructura operativa, el entorno de control y la estructura legal de la entidad auditada.
b) Cualquier obligación legal de comunicar determinadas cuestiones en unos plazos concretos.
c) Las expectativas de los responsables del gobierno de la entidad, incluidos los acuerdos alcanzados sobre 
reuniones o comunicaciones periódicas con el auditor.
d) El momento en el que el auditor identifica ciertas cuestiones.

Aspectos cualitativos de las prácticas contables

La comunicación exigida y comentada puede incluir asuntos tales como:
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1.	 Políticas contables.
2.	 Estimaciones contables.
3.	 Información revelada en los estados financieros.
4.	 Cuestiones relacionadas

Conclusiones

Esta norma señala la responsabilidad que tiene el auditor de comunicarse con los responsables del gobierno de la entidad. 
La norma se debe de aplicar en todos trabajos de auditoría sin que haga distinción respecto a la estructura y dimensión del 
gobierno de la entidad o sus propietarios.

Esta norma no establece requerimientos relativos a la comunicación del auditor con la dirección de una entidad o con sus 
propietarios, a menos que sean a la vez responsables del gobierno de la entidad, pero su aplicación presenta particularidades 
cuando todos los responsables del gobierno de la entidad participan en su dirección, y en el caso de entidades cotizadas.

La propia norma lista las cuestiones que se deben de comunicar pero no impide al auditor comunicar cualquier otro asunto 
a los responsables del gobierno de la entidad.

El auditor comunicará por escrito con los responsables del gobierno de la entidad los hallazgos significativos de la auditoría 
cuando, según su juicio profesional, la comunicación verbal no sea adecuada. En el caso de que los asuntos que deban ser 
comunicados lo sean verbalmente, el auditor los incluirá en la documentación de auditoría, indicando el momento en el que 
fueron comunicados y la persona o personas a las que se dirigió dicha comunicación. En el caso de las comunicaciones 
escritas, el auditor conservará una copia de la comunicación como parte de la documentación de auditoría.

Aunque la presente NIA se aplica con independencia de la dimensión o estructura de gobierno de la entidad, su aplicación 
presenta particularidades cuando todos los responsables del gobierno de la entidad participan en su dirección, y en el caso 
de entidades cotizadas.

Considero que muchas veces los auditores no damos cumplimiento completamente a esta NIA, nos limitamos a tener la 
propuesta de servicios, memorándum de inicio de trabajo, cartas de observaciones y recomendaciones (una vez concluido 
nuestro trabajo) y por supuesto el informe que se emite. Lo que señala esta NIA es una oportunidad para que, previo a 
emitir la opinión, utilicemos este instrumento para informar claramente a los responsables del gobierno de la compañía 
en qué consiste el trabajo de auditoría, comunicarles que el equipo de auditoría cumple con la independencia de acuerdo 
a la NIA y a la Norma de Control de Calidad, así como señalarles claramente la responsabilidad y los riesgos que se han 
identificado, los hallazgos que requieren su atención, e incluso para  informarle previamente a la compañía  la opinión que 
se va a emitir  derivada de nuestro trabajo.
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EJEMPLO DE COMUNICADO CON LOS RESPONSABLES DE LA ENTIDAD 

Fecha

Derivado de la auditoría a los estados financieros de la compañía ____________que estamos llevando a 
cabo por el ejercicio comprendido del 1 de enero de ____ al 31 de diciembre de ____, consideramos relevante 
comunicarle los siguientes asuntos: 

Hemos concluido la auditoría de los estados financieros que se llevó a cabo de conformidad con las Normas 
Internacionales de Auditoría (NIA), y esperamos emitir nuestro informe con fecha 30 de marzo de 20__, tan 
pronto obtengamos la carta de
manifestaciones firmada por el funcionario de mayor jerarquía y por el responsable de las cifras que se 
manifiestan en los estados financieros.

Las NIA requieren que cumplamos con los requerimientos éticos y planeemos y ejecutemos nuestra auditoría 
con el fin de obtener una seguridad razonable de que los estados financieros están libres de incorrecciones 
materiales debidas a fraude o error. Por consiguiente, examinaremos sobre bases selectivas la documentación 
y registros que respaldan los importes y revelaciones de los estados financieros, evaluando la aplicación de las 
Normas de Información Financiera Mexicanas (NIF) utilizadas y las estimaciones de importancia determinadas 
por la administración, así como la presentación en los estados financieros tomados en su conjunto. Al efectuar 
nuestra valoración del riesgo, consideraremos el control interno relevante para la preparación de los estados 
financieros por parte de las compañías, cuyo fin fue diseñar procedimientos de auditoría adecuados en función 
de las circunstancias, pero no con la finalidad de expresar una opinión sobre la eficacia del control interno. Sin 
embargo, en su caso, les comunicaríamos en este documento cualquier deficiencia importante en el control 
interno relevante que hemos identificado durante la realización de la auditoría.

El auditor es responsable de formarse una opinión sobre los estados financieros que han sido preparados por 
la administración de la compañía con la vigilancia de los encargados del gobierno corporativo, y que la auditoría 
de los estados financieros no libera a los encargados del gobierno corporativo de sus responsabilidades.

Toda la información y los registros solicitados por el despacho______________ ha sido proporcionada sin 
limitaciones, y hemos tenido todo el apoyo de la gerencia y del personal de la compañía.

Derivado de las comunicaciones entre la compañía y el socio y personal de la firma con la finalidad de 
considerar, identificar y valorar riesgos detectados en la auditoria del ejercicio 20__, hemos concluido que 
existen las siguientes áreas de riesgo en la compañía:

1. Inventarios (existencia y valuación).
2. Cuentas por pagar proveedores (totalidad).

Una vez comprendidos los riesgos comentados anteriormente, realizamos una planeación sobre el diseño 
de respuesta de auditoría con la finalidad de obtener una evidencia y formación de una opinión para estar 
en posibilidades de lograr el aseguramiento de nuestro informe, concluyendo satisfactoriamente sobre los 
riesgos determinados después de lograr el aseguramiento de las cifras de los estados financieros en los 
rubros detectados como riesgos; como es el caso de inventarios y cuentas por pagar a proveedores. 
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HALLAZGOS SIGNIFICATIVOS DE AUDITORÍA
(Nombre de la firma) ____________ debe comunicar a través de este documento los aspectos cualitativos 
significativos de las prácticas contables de la entidad, incluidas las políticas contables, las estimaciones 
contables y la información revelada en los estados financieros, explicando en su caso a los responsables del 
gobierno corporativo de la compañía los motivos por los que considera que una práctica contable significativa, 
aceptable en el marco de información financiera aplicable, no es la más adecuada teniendo en cuenta las 
circunstancias específicas de la entidad, por lo que les informamos que no hubo dificultades significativas 
adicionales encontradas durante la realización de nuestra auditoria.

COMUNICADO DE OTROS ASUNTOS IMPORTANTES

De nuestro trabajo de auditoría sobre los estados financieros de la compañía por el ejercicio anual que terminó 
el 31 de diciembre de 20__, queremos mencionarles algunos asuntos que hemos observado relacionados con 
el registro de las operaciones en la contabilidad de la compañía, por lo que es importante tener en cuenta lo 
siguiente y en su momento realizar los análisis, adecuaciones y efectos actualizados que sean necesarios en 
los registros contables con respecto a los asuntos mencionados a continuación:

1.	 La compañía ____________ solicitó un saldo a favor del Impuesto al Valor Agregado, y la 
Administración Local de Auditoría Fiscal de Guadalajara emitió su resolución negando la devolución, por 
lo que se tuvo como ilegalmente desistida la solicitud correspondiente. A la fecha de emisión del presente 
informe se está por presentar demanda de nulidad ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.

En opinión de los abogados de la inmobiliaria se tienen altas probabilidades de obtener la resolución favorable 
para la empresa.

La compañía presenta este saldo en el activo a largo plazo al considerar que la
conclusión de la obtención del saldo favorable ante tribunales le llevará más de doce
meses.

2.	 En febrero de 20__ los accionistas de la compañía ________SA de CV decidieron invertir en una 
compañía farmacéutica denominada _____________, SA de CV (farmacéutica), mediante aportación de 
$ 6,000.000. Con este incremento se adquiere el 20.0% del total del capital social de la farmacéutica. La 
farmacéutica es una sociedad mercantil que tributa en los términos del Título II de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, cuya única actividad es el desarrollo, fabricación y venta de productos farmacéuticos.

Como se comentó anteriormente estos asuntos son de gran importancia para la compañía, por lo que 
sugerimos mantener un estrecho cuidado de estos puntos ya que sus efectos pudieran ser importantes en 
los estados financieros.

Fecha

Nombre del despacho

CPC _______________________
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EJEMPLO DE FORMATO PROPORCIONADO POR LA FIRMA BDO.

EJEMPLO DE COMUNICADO CON LOS RESPONSABLES DE LA ENTIDAD 

AUDITORÍA DE ESTADOS FINANCIEROS

El auditor es responsable de formarse una opinión sobre los estados financieros que han sido preparados 
por la administración de la compañía con la vigilancia de los encargados del Gobierno de la Entidad, y 
que la auditoría de los estados financieros no libera a los encargados del Gobierno de la Entidad de sus 
responsabilidades.
El examen del despacho se realizó a los estados financieros de las entidades de “Grupo XXXXXX” que se 
señalan a continuación, por el ejercicio que terminó el 31 de diciembre de 2018, por las cuales se presentó 
el reporte de auditoría relativo y son las siguientes:

˗ Compañía 1, SA de CV.

˗ Compañía 2, SA de CV.

˗ Compañía 3, SA de CV.

Además, también se presentó el reporte de auditoría sobre los estados financieros combinados de:

˗ Compañía 2, SA de CV.

˗ Compañía 4, SA de CV.

Nuestras auditorías se llevaron a cabo de conformidad con las Normas Internacionales de Auditoría 
(NIA). Dichas normas requieren que cumplamos con los requerimientos éticos y planeemos y ejecutemos 
nuestra auditoría con el fin de obtener una seguridad razonable de que los estados financieros están 
libres de incorrecciones materiales debidas a fraude o error. Por consiguiente, examinaremos sobre 
bases selectivas la documentación y registros que respaldan los importes y revelaciones de los estados 
financieros, evaluando la aplicación de las Normas de Información Financiera Mexicanas (NIF) utilizadas 
y las estimaciones de importancia determinadas por la administración, así como la presentación en los 
estados financieros tomados en su conjunto.

Al efectuar nuestra valoración del riesgo, consideraremos el control interno relevante para la preparación 
de los estados financieros por parte de las compañías, cuyo fin fue diseñar procedimientos de auditoría 
adecuados en función de las circunstancias, pero no con la finalidad de expresar una opinión sobre la 
eficacia del control interno. Sin embargo, en su caso, les comunicaríamos en este documento cualquier 
deficiencia importante en el control interno relevante que hemos identificado durante la realización de la 
auditoría.

Todos los registros y la información solicitada por el despacho ha sido proporcionada sin limitaciones y 
hemos tenido todo el apoyo del personal gerencial y otro personal de las compañías.
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ALCANCE Y MOMENTO DE REALIZACIÓN DE LA AUDITORÍA

Realizamos nuestro trabajo de auditoría en dos visitas en sus instalaciones, la primera durante el periodo de 
octubre y noviembre de 2018 (visita preliminar) y la segunda durante los meses de enero y febrero de 2019.

Nuestra auditoría consiste en el cumplimiento de seis fases básicas, que son:

1.	 Alcance;
2.	 Identificación y valorización de los riesgos;
3.	 Diseño de respuesta de auditoría;
4.	 Obtención de evidencia de auditoría;
5.	 Formación de una opinión; e
6.	 Informe.

El alcance comprende la planificación de la comunicación del Gobierno de la Entidad con nuestros representantes 
y el momento de la realización de la auditoría, entendiéndose esta comunicación en el sentido de facilitar a los 
responsables del Gobierno de la Entidad una mejor comprensión de las consecuencias de nuestro trabajo, la 
discusión con nosotros de temas relacionados con el riesgo de la compañía y con el concepto de importancia 
relativa, dentro del esquema de una auditoría de estados financieros históricos.

Dentro de la comunicación entre el Gobierno de la Entidad y nuestros representantes debemos de considerar 
el identificar y valorizar los riesgos detectados en la auditoría correspondiente al ejercicio de 2018 y derivado 
de ello hemos concluido las siguientes áreas de riesgo en las Entidades:

a. Cuentas por cobrar a clientes e ingresos.
b. Propiedad, planta y equipo.
c. Cuentas por pagar a bancos.
d. Partes relacionadas.
e. Implementación de las nuevas Normas de Información Financiera Mexicanas (NIF).
f. De anulación de controles por parte de la administración.

Una vez comprendidos los riesgos comentados anteriormente, realizamos una planeación sobre el diseño 
de respuesta de auditoría con la finalidad de obtener evidencia y formación de una opinión para estar en 
posibilidades de lograr el aseguramiento de nuestro informe, concluyendo satisfactoriamente sobre los riesgos 
determinados después de lograr el aseguramiento de las cifras de los estados de situación financiera de las 
entidades que conforman el grupo en los rubros detectados como riesgos; y, además dentro de esta respuesta 
consideramos también lo siguiente:

a. Tomamos en cuenta dentro del desarrollo de nuestros procedimientos para la realización de las 
auditorías los temas fiscales que fueron de relevancia y el análisis, valoración y aplicación en su caso, 
de planeaciones financieras.
b. Tomamos siempre en consideración en el trascurso de la realización de nuestra auditoría el tema de 
fraude.
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Derivado de nuestra participación nos informaron los responsables del Gobierno de la Entidad, a través de la 
Dirección de Finanzas y Administración, lo siguiente:

1.	 Su conformidad u observaciones a los Estados Financieros emitidos por las entidades.
2.	 Su conformidad u observaciones al trabajo llevado a cabo por el despacho.
3.	 Algunas otras áreas de riesgo que consideraron hayan quedado fuera del alcance de la revisión del 

despacho.
4.	 Los objetivos y estrategias de las entidades, y los riesgos de negocio relacionados que puedan originar 

incorrecciones materiales para el futuro.
5.	 Cuestiones que los responsables del Gobierno de la Entidad consideraron que requieren una atención 

especial durante la realización de la auditoría de 2019 (independientemente de los auditores asignados) 
y cualquier otra área que en su momento consideren necesario que se lleven a cabo procedimientos 
adicionales en la siguiente auditoría.

6.	 Otras cuestiones que los responsables del Gobierno de la Entidad consideraron que pudieran tener un 
efecto sobre la auditoría de los estados financieros.

7.	 La actitud, la concientización y las acciones de los responsables del Gobierno de la Entidad en relación 
con (a) el control interno de las entidades y su importancia para ellas, incluido el modo en el que los 
responsables del Gobierno de la Entidad supervisan la eficiencia del control interno, (b) la detección o la 
posibilidad de fraude y (c) a la evolución de las normas contables, las prácticas de buen gobierno y otras 
cuestiones relacionadas. 

HALLAZGOS SIGNIFICATIVOS DE LA AUDITORÍA

El despacho debe comunicar a través de este documento los aspectos cualitativos significativos de las prácticas 
contables de la entidad, incluidas las políticas contables, las estimaciones contables y la información revelada 
en los estados financieros, explicando en su caso, a los responsables del gobierno de las entidades los motivos 
por los que considera que una práctica contable significativa, aceptable en el marco de información financiera 
aplicable, no es la más adecuada teniendo en cuenta las circunstancias específicas de las entidades, así mismo 
las dificultades significativas encontradas durante la realización de la auditoria.
En relación con este punto, es muy importante comentarles que es necesario establecer las políticas y 
procedimientos necesarios que aseguren la adecuada implementación de las nuevas NIF y sus Mejoras, así 
como que se asignen el recurso humano necesario para este fin, ya que notamos durante nuestro trabajo 
cierta debilidad en la implementación y conocimiento de estas nuevas NIF. También habrá que recordarles que 
durante el 2018 entraron en vigor las siguientes Normas:

- NIF C-2 “Inversión en instrumentos financieros”
- NIF C-3 “Cuentas por cobrar”
- NIF C-9 “Provisiones, contingencias y compromisos”
- NIF C-16 “Deterioro de los instrumentos financieros por cobrar”
- NIF C-19 “Instrumentos financieros por pagar”
- NIF C-20 “Instrumentos de financiamiento por cobrar”
- NIF D-1 “Ingresos por contratos con clientes”
- NIF D-2 “Costos por contratos con clientes”
- NIF D-5 “Arrendamientos” (su vigencia inicia en 2019)

Y en 2019, las siguientes Normas entraron en vigor:

-	NIF B-11 “Disposición de activos de larga duración y operaciones discontinuadas” (su vigencia inicia 
en 2020).
-	NIF E-1 “Agricultura” (su vigencia inicia en 2020)
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INDEPENDENCIA

El despacho comunica que el equipo de auditoría asignado al trabajo de auditoría, y otros miembros de 
la firma que hayan sido asignados en relación con este trabajo, han cumplido con los requisitos éticos y 
relevantes acerca de la independencia.

También comunica que, de conformidad con la Norma de Control de Calidad aplicable a las Firmas de 
Contadores Públicos que desempeñan auditorías y revisiones de información financiera, trabajos para 
atestiguar y otros servicios relacionados (Norma de Control de Calidad emitida por el Instituto Mexicano 
de Contadores Públicos, AC), mantiene los controles necesarios para garantizar la independencia de su 
personal.

Como se comentó anteriormente, estos asuntos son de gran importancia para las entidades, por lo que 
sugerimos mantener su atención en estos puntos.

Fecha

NOMBRE DEL DESPACHO

CPC ___________________
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El presente artículo tiene como finalidad analizar y determinar cuáles son las implicaciones fiscales que pudiera tener, la 
celebración de un contrato de fideicomiso, cuyo objeto será la obtención de ingresos por arrendamiento, el cual podría 
considerarse como una actividad empresarial o no, así como la carente claridad en el tratamiento del mismo, como lo es 
en la emisión de la facturación a través de la fiduciaria o del fideicomisario.

a) Características del Fideicomiso de naturaleza empresarial
Como punto de partida, para efectos de determinar si la naturaleza del Fideicomiso cuyo objeto será el arrendamiento de 
un inmueble que le será aportado puede considerarse empresarial, resulta necesario atender a sus fines, mismos que en 
forma medular resultan ser los siguientes:

•	 Recibir el inmueble para destinarlo al arrendamiento y mantener el patrimonio del fideicomiso.
•	 Celebrar los contratos de arrendamiento que le indique el fideicomitente. 
•	 Realización de cualquier acto jurídico necesario para la consecución del fin del fideicomiso, siendo el arrendamiento 

del inmueble.

Establecido lo anterior, para definir que es una actividad empresarial resulta necesario atender a lo establecido por el 
artículo 16 del Código Fiscal de la Federación, que dispone:

“Artículo 16.- Se entenderá por actividades empresariales las siguientes:

I. Las comerciales que son las que de conformidad con las leyes federales tienen ese 
carácter y no están comprendidas en las fracciones siguientes.

II. Las industriales entendidas como la extracción, conservación o transformación de 
materias primas, acabado de productos y la elaboración de satisfactores.

III. Las agrícolas que comprenden las actividades de siembra, cultivo, cosecha y la primera 
enajenación de los productos obtenidos, que no hayan sido objeto de transformación 
industrial.

IV. Las ganaderas que son las consistentes en la cría y engorda de ganado, aves de corral 
y animales, así como la primera enajenación de sus productos, que no hayan sido objeto 
de transformación industrial.

V. Las de pesca que incluyen la cría, cultivo, fomento y cuidado de la reproducción de toda 
clase de especies marinas y de agua dulce, incluida la acuacultura, así como la captura y 
extracción de las mismas y la primera enajenación de esos productos, que no hayan sido 
objeto de transformación industrial.
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De la simple lectura que se realice al numeral transcrito, se advierte que, para efectos fiscales se consideran actividades 
empresariales, aquellas actividades comerciales que sean reconocidas con tal carácter en la legislación federal.

En ese sentido, y sin más afán que de esclarecer lo que debe entenderse por actividad comercial, en el caso resulta 
necesario atender a lo dispuesto por el numeral 75, del Código de Comercio, el cual es del tenor literal siguiente:

VI. Las silvícolas que son las de cultivo de los bosques o montes, así como la cría, 
conservación, restauración, fomento y aprovechamiento de la vegetación de los mismos 
y la primera enajenación de sus productos, que no hayan sido objeto de transformación 
industrial.

Se considera empresa la persona física o moral que realice las actividades a que 
se refiere este artículo, ya sea directamente, a través de fideicomiso o por conducto 
de terceros; por establecimiento se entenderá cualquier lugar de negocios en que se 
desarrollen, parcial o totalmente, las citadas actividades empresariales.” (énfasis añadido)

“Artículo 75.- La ley reputa actos de comercio:

I.- Todas las adquisiciones, enajenaciones y alquileres verificados con propósito de 
especulación comercial, de mantenimientos, artículos, muebles o mercaderías, sea en 
estado natural, sea después de trabajados o labrados;

II.- Las compras y ventas de bienes inmuebles, cuando se hagan con dicho propósito de 
especulación comercial;

III.- Las compras y ventas de porciones, acciones y obligaciones de las sociedades 
mercantiles;

IV.- Los contratos relativos y obligaciones del Estado ú otros títulos de crédito corrientes 
en el comercio;

V.- Las empresas de abastecimientos y suministros;

VI.- Las empresas de construcciones, y trabajos públicos y privados;

VII.- Las empresas de fábricas y manufacturas;

VIII.- Las empresas de trasportes de personas o cosas, por tierra o por agua; y las empresas 
de turismo;

IX.- Las librerías, y las empresas editoriales y tipográficas;

X. Las empresas de comisiones, de agencias, de oficinas de negocios comerciales, casas 
de empeño y establecimientos de ventas en pública almoneda;

XI.- Las empresas de espectáculos públicos;

XII.- Las operaciones de comisión mercantil;

XIII.- Las operaciones de mediación de negocios mercantiles;

XIV.- Las operaciones de bancos;
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Adicionalmente, y para el caso de lo que establece la fracción XXIV del Código de Comercio en el caso, resulta necesario 
atender cuáles son las operaciones contenidas en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, para lo cual nos 
remitiremos a lo dispuesto por el numeral 381 de la citada Ley:

XV.- Todos los contratos relativos al comercio marítimo y a la navegación interior y exterior;

XVI.- Los contratos de seguros de toda especie;

XVII.- Los depósitos por causa de comercio;

XVIII.- Los depósitos en los almacenes generales y todas las operaciones hechas sobre los 
certificados de depósito y bonos de prenda librados por los mismos;

XIX.- Los cheques, letras de cambio o remesas de dinero de una plaza a otra, entre toda 
clase de personas;

XX.- Los vales ú otros títulos a la orden o al portador, y las obligaciones de los comerciantes, 
a no ser que se pruebe que se derivan de una causa extraña al comercio;

XXI.- Las obligaciones entre comerciantes y banqueros, si no son de naturaleza 
esencialmente civil;

XXII.- Los contratos y obligaciones de los empleados de los comerciantes en lo que 
concierne al comercio del negociante que los tiene a su servicio;

XXIII.- La enajenación que el propietario o el cultivador hagan de los productos de su finca 
o de su cultivo;

XXIV. Las operaciones contenidas en la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito;

XXV.- Cualesquiera otros actos de naturaleza análoga a los expresados en este código.
En caso de duda, la naturaleza comercial del acto será fijada por arbitrio judicial.” (énfasis 
añadido)

Artículo 381.- En virtud del fideicomiso, el fideicomitente transmite a una institución 
fiduciaria LA PROPIEDAD O LA TITULARIDAD DE UNO O MÁS BIENES O DERECHOS, 
según sea el caso, para ser destinados a fines lícitos y determinados, encomendando la 
realización de dichos fines a la propia institución fiduciaria. (énfasis añadido)

A partir de lo anterior, tenemos que por disposición expresa de Ley, se consideran actos comerciales aquellas operaciones 
contenidas en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, cuerpo normativo en el cual se reconoce la existencia 
legal del Fideicomiso como una operación, por medio de la cual se transmite la propiedad de bienes o derechos, para 
destinarlos a fines lícitos y determinados.

Así pues, en términos de los artículos 16, fracción I, del Código Fiscal de la Federación, 75, fracción XXIV del Código 
de Comercio y 381 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, es posible considerar que las actividades 
desarrolladas por el fideicomitente a través del “Contrato de Fideicomiso”, tienen la naturaleza de empresarial, por 
disposición expresa de Ley y por el simple hecho de ser fideicomiso.

Adicionalmente, la conclusión alcanzada en el párrafo anterior, se robustece a partir de lo dispuesto en el último párrafo 
del artículo 16 del Código Fiscal de la Federación, en cuya porción normativa señala : “Se considera empresa la persona 
física o moral que realice las actividades a que se refiere este artículo, ya sea directamente, a través de fideicomiso…”, con 
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lo cual queda de manifiesto que existen elementos legales suficientes para considerar que las actividades desarrolladas a 
través del fideicomiso tienen la naturaleza de actividades empresariales.

Por otra parte, siendo análisis el objeto de un contrato de fideicomiso por la obtención de ingresos por arrendamiento, nos 
enfocaremos al siguiente tema:  

b) Análisis de la posibilidad de aplicar la regla 3.1.15. de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2018, 
“Supuestos en que no se realizan actividades empresariales a través de un fideicomiso”

Existe en la Resolución Miscelánea Fiscal para 2019, la regla 3.1.15. “Supuestos en que no se realizan actividades 
empresariales a través de un fideicomiso”, en la cual se establecen determinados supuestos, respecto de los cuales, se 
podrá optar por considerar que no se realizan actividades empresariales a través de un fideicomiso, tal y como se vislumbra 
a continuación:

Supuestos en que no se realizan actividades empresariales a través de un fideicomiso

3.1.15.	 Para los efectos de los artículos 2, tercer párrafo y 13 de la Ley del ISR, se podrá optar 
por considerar que no se realizan actividades empresariales a través de un fideicomiso, entre 
otros, en los supuestos siguientes:

I. Cuando los ingresos pasivos representen cuando menos el noventa por ciento de la totalidad de 
los ingresos que se obtengan a través del fideicomiso, durante el ejercicio fiscal de que se trate.

Para los efectos de esta fracción, se consideran ingresos pasivos los ingresos por intereses, 
incluso la ganancia cambiaria y la ganancia proveniente de operaciones financieras derivadas 
de deuda; ganancia por la enajenación de certificados de participación o bursátiles fiduciarios 
emitidos al amparo de un fideicomiso de inversión en bienes raíces, de los certificados a que 
se refiere la regla 3.1.12., o de la ganancia por la enajenación de los certificados bursátiles 
fiduciarios emitidos al amparo de los fideicomisos que cumplan con los requisitos previstos en 
la regla 3.21.3.2.; dividendos; ganancia por la enajenación de acciones; ganancia proveniente 
de operaciones financieras derivadas de capital; ajuste anual por inflación acumulable; ingresos 
provenientes del arrendamiento o subarrendamiento y en general por otorgar a título oneroso el 
uso o goce temporal de bienes inmuebles, en cualquier otra forma.

El por ciento de ingresos pasivos a que se refiere el primer párrafo de esta fracción, se calculará 
dividiendo los ingresos pasivos que se obtengan a través del fideicomiso durante el ejercicio 
fiscal de que se trate, entre la totalidad de los ingresos obtenidos a través del mismo fideicomiso 
durante el mismo ejercicio fiscal; el cociente así obtenido se multiplicará por cien y el producto se 
expresará en por ciento.

Se podrá considerar que no se realizaron actividades empresariales a través del fideicomiso 
durante el periodo comprendido desde el inicio del ejercicio y hasta el último día del mes al que 
se refiere el pago provisional de que se trate, siempre que los ingresos pasivos representen 
cuando menos el noventa por ciento de la totalidad de los ingresos que se obtengan a través 
del fideicomiso, durante el periodo mencionado, en cuyo caso la fiduciaria no efectuará pagos 
provisionales.

El por ciento de ingresos pasivos a que se refiere el párrafo anterior, se calculará dividiendo los 
ingresos pasivos que se obtengan a través del fideicomiso durante el periodo señalado en dicho 
párrafo, entre la totalidad de los ingresos obtenidos a través del mismo fideicomiso durante el 
mismo periodo; el cociente así obtenido se multiplicará por cien y el producto se expresará en por 
ciento.
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Para determinar los ingresos y los por cientos a que se refiere esta fracción, se considerará que 
los ingresos se obtienen en las fechas que se señalan en el Título II de la Ley del ISR y se deberán 
incluir el total de los ingresos que se obtengan a través del fideicomiso por la totalidad de los 
fideicomisarios o, en su defecto, de los fideicomitentes.

Cuando se efectúe algún pago provisional por las actividades realizadas a través del fideicomiso, 
desde el mes inmediato posterior a aquél al que se refiere el pago y hasta el último día del 
ejercicio, ya no se podrá aplicar esta fracción y se deberá estar a lo dispuesto en el artículo 13 de 
la Ley del ISR.

Cuando se determine pérdida fiscal por las actividades realizadas a través del fideicomiso, se 
deberá estar a lo dispuesto en el artículo 13, tercer párrafo, segunda oración y cuarto párrafo de 
la Ley del ISR.

Una vez que se aplique esta fracción, los fideicomisarios o, en su defecto, los fideicomitentes 
deberán tributar en los términos de los títulos de la Ley del ISR que les corresponda, respecto de 
todos los ingresos acumulables y deducciones autorizadas que obtengan a través del fideicomiso. 
La fiduciaria deberá proporcionarles la información necesaria para tal efecto y cumplir con lo 
dispuesto por la regla 2.7.5.4.

II. Tratándose de los fideicomisos siguientes:

a) Aquéllos autorizados para operar cuentas de garantía del interés fiscal para depósito en dinero, 
en los términos del artículo 141-A del CFF y las reglas 2.15.5. y 2.15.8.

b) Aquéllos autorizados para recibir donativos deducibles en los términos de la Ley del ISR y su 
Reglamento.

c) Los fideicomisos accionarios, que cumplan con los requisitos a que se refiere la regla 3.2.13.

d) Los fideicomisos de deuda, que cumplan con los requisitos a que se refiere la regla 3.2.16.

e) Los fideicomisos de inversión en capital de riesgo, que cumplan con los requisitos a que se 
refiere el artículo 192 de la Ley del ISR.

f) Los fideicomisos que cumplan con los requisitos a que se refiere la regla 3.1.12.

De la regla previamente transcrita, en el caso en específico del contrato de fideicomiso, donde el 100% de sus ingresos 
será la obtención de ingresos por arrendamiento, le es aplicable la facilidad de esta regla, por lo que se señala en su 
fracción I, respecto de la definición de lo que se considera un ingreso pasivo. 

Para tales efectos, se consideran ingresos pasivos los ingresos por intereses; dividendos; ganancia por la enajenación de 
acciones; ganancia proveniente de operaciones financieras derivadas de capital; ajuste anual por inflación acumulable; 
ingresos provenientes del arrendamiento o subarrendamiento y en general por otorgar a título oneroso el uso o goce 
temporal de bienes inmuebles, en cualquier otra forma.

Toda vez que las actividades realizadas a través de este fideicomiso a ser analizado, donde su objeto será exclusivamente 
la obtención de ingresos por arrendamiento, se estaría cumpliendo con la condición de que los citados ingresos pasivos 
representarán cuando menos el 90% de la totalidad de los ingresos obtenidos a través del fideicomiso.

Es de suma relevancia destacar que la regla 3.1.15. “Supuestos en que no se realizan actividades empresariales a través 
de un fideicomiso”, no es de ninguna manera obligatoria, en virtud de que en su redacción claramente estipula que “se 
podrá optar por considerar que no se realizan actividades empresariales a través de un fideicomiso”, lo que conlleva a que 
se puede ejercer la opción o no, prevista en la citada regla.  
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Por otra parte, de conformidad con la regla 2.4.16 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2019, la misma establece 
que los casos en que la Fiduciaria sea la obligada a cumplir con las obligaciones fiscales por cuenta del conjunto de los 
fideicomisarios, éstas deberán de solicitar la inscripción en el RFC por cada contrato de fideicomiso que lleve a cabo 
actividades empresariales.

Ahora bien, de tomar la opción contenida en la regla 3.1.15 “Supuestos en que no se realizan actividades empresariales a 
través de un fideicomiso”, precisamente por estar en los supuestos para ejercer la opción de considerar que no se están 
realizando actividades empresariales a través de un fideicomiso, por virtud de los ingresos pasivos antes señalados, ya no 
le resultaría aplicable a la fiduciaria el cumplir con las obligaciones fiscales a que hace referencia el artículo 13 de la Ley 
del Impuesto Sobre la Renta,  entre ellas el de determinar el resultado o la pérdida fiscal de las actividades llevadas a cabo 
en el fideicomiso, por lo que sería el fideicomitente o fideicomitentes los únicos obligados a cumplir con sus obligaciones 
fiscales por las actividades de ingresos pasivos que estima llevar a cabo a través del contrato de fideicomiso que tiene 
contratado con la fiduciaria respectiva,  entre ellas la de efectuar los pagos provisionales, determinación del resultado 
fiscal, etc,  liberando a la fiduciaria de las obligaciones fiscales antes señaladas.  Es importante recalcar que si se ejerce 
esta opción contenida en la citada regla 3.1.15, podríamos entender que es totalmente trasparente el fideicomiso por lo 
que, hacemos énfasis que el único obligado a cumplir con las obligaciones fiscales que se deriven de este contrato de 
fideicomiso serían los fideicomisarios o en su defecto los fideicomitentes, en el caso de ejercer la opción que otorga dicha 
regla.

Así pues, de ejercer dicha opción de esta regla 3.1.15 la actividad empresarial se entenderá, desde un punto de vista fiscal,  
realizada directamente por los fideicomisarios, o fideicomitentes y por tanto será dicha persona moral quien acumulará los 
ingresos del fideicomiso, además de efectuar a nombre propio los pagos provisionales de impuesto sobre la renta y pagos 
definitivos del IVA correspondientes y expedirá los comprobantes correspondientes, ello como consecuencia de la actividad 
empresarial con ingresos pasivos que llevaría a cabo a través de este contrato de fideicomiso.  Incluso, el último párrafo 
de la fracción I de la citada regla 3.1.15 establece que una vez que se elija o se aplique la opción, los fideicomisarios, o los 
fideicomitentes deberán tributar en los términos de los títulos de la Ley del ISR que le corresponda, respecto de todos los 
ingresos acumulables y deducciones autorizadas que obtengan a través del fideicomiso.

Cabe señalar que la propia regla 3.1.15 establece que se podrá considerar que no se realizaron actividades empresariales 
a través del fideicomiso durante el periodo desde el inicio del ejercicio y hasta el último día del mes de que se trate el pago 
provisional, siempre que los ingresos pasivos sean al menos el 90% del total de los ingresos. Sin embargo, es importante 
señalar que también se establece que sólo en el caso de que se efectué un pago provisional por parte de la fiduciaria, ya no 
podría optar por esta regla 3.1.15, y tendría que efectuar por el resto del año pagos provisionales, conforme lo establece el 
artículo 13 de la Ley del ISR, el cual si la única actividad del fideicomiso es precisamente el arrendamiento de un inmueble, 
no se daría el caso.

Por otra parte, es importante señalar que, en materia de fideicomiso, el único artículo que regula una disposición en materia 
de IVA y la expedición de comprobantes fiscales se encuentra en el reglamento de la Ley del IVA, el cual es el punto que 
analizaremos a continuación: 

c) Posibilidad de aplicar el artículo 74 del Reglamento de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, para 
efectos de que la institución fiduciaria pueda expedir por cuenta de las personas que realicen actividades 
por las que se deba pagar el impuesto a través de un fideicomiso, los comprobantes respectivos.

En lo que respecta a este punto, por principio de cuentas, es necesario atender lo previsto en la fracción III del artículo 32 
de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, la cual establece la obligación para los obligados al pago del citado impuesto, 
así como para quienes realicen operaciones afectas a la tasa del 0%, de expedir y entregar comprobantes fiscales, como 
se observa a continuación:



44BOLETÍN
TÉCNICO

Artículo 32.- Los obligados al pago de este impuesto y las personas que realicen los actos o actividades 
a que se refiere el artículo 2o.-A tienen, además de las obligaciones señaladas en otros artículos de esta 
Ley, las siguientes:
(…)

III. Expedir y entregar comprobantes fiscales.

En este sentido, el artículo 74 del Reglamento de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, establece la posibilidad de que 
cuando las personas realicen actividades gravadas por IVA a través de fideicomiso, la fiduciaria podrá expedir por cuenta 
de dichas personas los comprobantes respectivos.

A continuación, nos permitimos reproducir de manera íntegra el artículo 74 del Reglamento de la Ley del Impuesto al Valor 
Agregado:

Artículo 74. Para los efectos del artículo 32, fracción III de la Ley, cuando las personas realicen actividades 
por las que se deba pagar el impuesto a través de un fideicomiso, la institución fiduciaria podrá expedir por 
cuenta de ellas los comprobantes respectivos, trasladando en forma expresa y por separado el impuesto, 
siempre que se cumpla con lo siguiente:

I. Que al momento en que se solicite la inscripción del fideicomiso en el Registro Federal de Contribuyentes, 
los fideicomisarios manifiesten por escrito que ejercen la opción a que se refiere este artículo y las 
instituciones fiduciarias manifiesten su voluntad de asumir responsabilidad solidaria por el impuesto que se 
deba pagar con motivo de las actividades realizadas a través de los fideicomisos en los que participan con 
ese carácter.

Cuando no se hagan las manifestaciones previstas en el párrafo anterior en el momento en que se solicite 
la inscripción del fideicomiso en el Registro Federal de Contribuyentes, se podrá ejercer la opción a que 
se refiere este artículo, a partir del mes siguiente a aquél en el que se realicen dichas manifestaciones por 
escrito ante el Servicio de Administración Tributaria;

II. Que la institución fiduciaria calcule y entere el impuesto que corresponda a las actividades realizadas 
por el fideicomiso y lleve a cabo el acreditamiento del impuesto en los términos y con los requisitos que 
establece la Ley. Si en la declaración de pago resulta saldo a favor, la institución fiduciaria de que se trate 
estará a lo dispuesto en el artículo 6o. de la Ley, y

III. Que la citada institución cumpla con las demás obligaciones previstas en la Ley, incluyendo la de llevar 
contabilidad por las actividades realizadas a través del fideicomiso y la de recabar comprobantes que 
reúnan requisitos fiscales.

Tratándose de los fideicomisos a que se refiere este artículo, el adquirente de los derechos de fideicomitente 
o fideicomisario, podrá efectuar el acreditamiento que corresponda del impuesto que le haya sido trasladado 
por la adquisición de esos derechos, a través de la institución fiduciaria, de conformidad con lo dispuesto 
en la Ley.

Quienes se acojan a lo dispuesto en este artículo, en ningún caso podrán considerar como impuesto 
acreditable el impuesto que sea acreditado por la institución fiduciaria, el que le haya sido trasladado al 
fideicomiso ni el que éste haya pagado con motivo de la importación. Tampoco podrán compensar, acreditar 
o solicitar la devolución de los saldos a favor generados por las operaciones del fideicomiso.

En relación con este tema, cobra relevancia los pronunciamientos del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito, a través de la tesis aislada I.1o.A.202 A (10a.), en los que señala que de no colmarse los requisitos 
del artículo 74 del Reglamento de la Ley del IVA, por regla general serán los fideicomitentes y/o fideicomisarios los que 
trasladen y acrediten por cuenta propia el impuesto causado por las actividades gravadas que se llevan a cabo para la 
consecución de los fines del contrato de fideicomiso, tal y como se observa a continuación:
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IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. SÓLO CUANDO LOS FIDEICOMISARIOS EJERCEN 
LA OPCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 74 DEL REGLAMENTO DE LA LEY RELATIVA, LA 
INSTITUCIÓN FIDUCIARIA SERÁ LA ENCARGADA DE EXPEDIR LOS COMPROBANTES 
FISCALES Y TRASLADAR DICHA CONTRIBUCIÓN. De la interpretación del precepto citado, se 
colige que sólo cuando los fideicomisarios ejercen la opción que prevé, la encargada del cumplimiento 
de las obligaciones derivadas de la Ley del Impuesto al Valor Agregado será la institución fiduciaria, 
porque establece una serie de requisitos que deben cumplirse para que sea ésta la que, a cuenta 
de los que realizan la actividad gravada, esto es, los fideicomitentes y/o los fideicomisarios, pueda 
expedir los comprobantes fiscales y trasladar el impuesto. De no colmarse esas exigencias, la 
institución fiduciaria no podrá llevar a cabo el traslado ni el acreditamiento del impuesto, sino que 
deberán hacerlo directamente aquéllos, porque si bien es cierto que la Ley del Impuesto al Valor 
Agregado ni su reglamento establecen expresamente a cargo de quién corren las obligaciones y 
derechos relativos a ese tributo tratándose de las actividades derivadas del objeto de un contrato de 
fideicomiso, también lo es que la opción a que se refiere el artículo 74 del reglamento constituye una 
excepción a la regla general, en la que los fideicomitentes y/o fideicomisarios trasladan y acreditan 
por cuenta propia el impuesto causado por las actividades gravadas que se llevan a cabo para la 
consecución de los fines del contrato.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 547/2017. Cibanco, S.A., Institución de Banca Múltiple, en su carácter de 
causahabiente de The Bank of New York Mellon, S.A., Institución de Banca Múltiple, y como fiduciario 
del Fideicomiso de Actividad Empresarial F/00230 The Bank of New York Mellon. 7 de diciembre de 
2017. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretaria: Liliana Delgado González.
Esta tesis se publicó el viernes 10 de agosto de 2018 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación.

A continuación reproducimos también la existencia de otra tesis aislada, la cual señala:

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. EL FIDEICOMITENTE Y EL FIDEICOMISARIO BENEFICIADO 
CON EL DESARROLLO DE LAS ACTIVIDADES DERIVADAS DEL OBJETO DE UN CONTRATO 
DE UN FIDEICOMISO, SON SUJETOS DE LA CONTRIBUCIÓN. Aun cuando no existe disposición 
expresa en la Ley del Impuesto al Valor Agregado ni en su reglamento que defina a quién corresponde 
enterar, trasladar y acreditar el tributo causado por el desempeño de las actividades derivadas 
del objeto de un contrato de fideicomiso, conforme al artículo 1o. de aquélla, están obligadas al 
pago de la contribución mencionada las personas físicas y morales que, en territorio nacional: a) 
enajenen bienes; b) presten servicios independientes; c) otorguen el uso o goce temporal de bienes; 
y, d) importen bienes o servicios. En consecuencia, las personas que realizan materialmente esas 
actividades son sujetos del impuesto, en el caso, el fideicomitente y el fideicomisario beneficiado 
con el desarrollo de la actividad gravada, porque si bien las operaciones se efectúan con cargo al 
patrimonio del fideicomiso, éste carece de personalidad jurídica, y la fiduciaria, a pesar de ser la titular 
de ese patrimonio, siempre actúa bajo la dirección del fideicomitente y en beneficio del fideicomisario. 
De ahí que, como el fideicomiso no es una entidad distinta de sus miembros, sino un contrato que 
constituye un vehículo transparente para efectos fiscales, las actividades gravadas que se llevan a 
cabo con cargo a su patrimonio son atribuibles directamente a aquéllos.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 547/2017. Cibanco, S.A., Institución de Banca Múltiple, en su carácter de 
causahabiente de The Bank of New York Mellon, S.A., Institución de Banca Múltiple, y como fiduciario 
del Fideicomiso de Actividad Empresarial F/00230 The Bank of New York Mellon. 7 de diciembre de 
2017. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretaria: Liliana Delgado González
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Considero que los razonamientos del Tribunal, son correctos, toda vez que el fideicomiso no es una persona física ni moral, 
así como tampoco cuenta con personalidad jurídica propia, lo cual es confirmado de manera indudable por el artículo 74 
del reglamento de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, toda vez que el citado dispositivo establece la opción de que 
cuando las personas realicen actividades por las que se deba pagar el impuesto a través de un fideicomiso, se podrá 
optar por que sea la institución fiduciaria quien expida por cuenta de los fideicomisarios o en su caso fideicomitentes, los 
comprobantes respectivos, trasladando en forma expresa y por separado el impuesto, es decir, explícitamente señala 
que son las personas que forman parte del fideicomiso, quienes realizan las actividades gravadas por el impuesto al valor 
agregado; tan es así que la institución financiera únicamente manifiesta su voluntad de asumir la obligación solidaria de 
dicho impuesto, en las actividades realizadas a través del fideicomiso, en los que participa con el carácter de fiduciario.

Ahora bien, no debe pasar por desapercibido que, en el supuesto de no elegirse la opción del artículo 74 del reglamento 
de la Ley del IVA, al ser el fideicomisario o fideicomitente el sujeto que realiza la actividad gravada por el IVA a través del 
fideicomiso, tendría que ser dicha empresa quien tendría que cumplir la obligación de expedir el comprobante fiscal.

Ahora bien, el numeral 74, fracción I del Reglamento de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, solo reconoce que en caso 
de ejercer la opción que se menciona en tal disposición reglamentaria, la fiduciaria actuará como un responsable solidario, 
lo cual tiene como consecuencia un reconocimiento tácito en el sentido de que el responsable originario o principal para 
efectos del Impuesto al Valor Agregado, continuaría siendo los fideicomisarios o fideicomitentes.

Por otra parte, y en referencia a la aplicación de la regla 3.1.15 “Supuestos en que no se realizan actividades empresariales 
a través de un fideicomiso”, de ejercer la opción, entonces ya no sería aplicable la disposición del artículo 74 del reglamento 
de la Ley del IVA, quién en este caso, serían los fideicomisarios o fideicomitentes, los que tendrían que cumplir con sus 
obligaciones fiscales en materia de IVA.

Finalmente, no está de más mencionar que ante una problemática de definir quién debe de expedir el comprobante fiscal 
en actividades llevadas a cabo a través de un fideicomiso con ingresos pasivos y que no ejerce la opción del citado artículo 
74 del reglamento del Impuesto sobre la Renta, antes analizado, los cuales ya fueron planteadas ante las autoridades 
fiscales correspondientes a través del programa de síndicos del contribuyente, dado, por ejemplo, en el artículo 118 de la 
Ley del ISR es muy claro que es la institución fiduciaria quien deberá de llevar los libros, expedir los comprobantes fiscales 
y efectuar pagos provisionales (esto en específico de ingresos por arrendamientos obtenidos por personas físicas a través 
de fideicomisos), y por otro lado la disposición en el citado artículo 74 del RLIVA que establece como opción el que sea 
la institución fiduciaria la que expida el comprobante fiscal, por lo que de no ejercer la misma, sería el fideicomitente el 
obligado a emitir el comprobante para efectos del IVA a trasladar, por lo que existe contradicción entre ambas disposiciones 
en ISR y en IVA, de quién es el que debe de expedir el comprobante fiscal, y cuya respuesta analizada fue “se considera 
que para este caso el comprobante fiscal lo debe emitir la institución fiduciaria como lo establece la Ley del ISR y por tanto 
para efectos de IVA aplicaría la misma disposición ya que sólo puede ser así dado que materialmente no se pueden emitir 
dos comprobantes por la misma operación separando efectos por impuesto”. Al respecto, es importante recalcar que dicha 
respuesta por parte del SAT no constituye instancia, así como tampoco crea derechos ni establece obligaciones distintas 
de las contenidas en las disposiciones fiscales. 

**********************************************************

Los comentarios antes expuestos en el presente estudio y análisis están en función de las disposiciones fiscales vigentes 
al 08 de agosto de 2019, por lo que de haber algún cambio o reforma en dichas disposiciones fiscales o situaciones 
señaladas, deberá analizarse nuevamente el tratamiento fiscal en cuestión.
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Son motivo de este breve análisis de algunos de los elementos jurídicos y consecuencias fiscales de las partidas que 
coloquialmente identificamos como “Cuentas y documentos por cobrar”, ello por virtud que dichas partidas tienen o pueden 
llegar a tener, en las leyes fiscales, una importante incidencia en la determinación de diversas obligaciones tributarias.

Para ello estimamos relevante, primeramente, efectuar su análisis a partir de sus fuentes originales y las generales del 
derecho, para luego abordar los aspectos fiscales que más interesan en el mundo del derecho tributario.

Definición y clasificación de los bienes.
En principio debemos identificar que los artículos 796 y 797 del Código Civil del Estado de Jalisco (CCEJ), reputan como 
bienes a todas las cosas que pueden ser objeto de derechos, siendo objeto de los derechos denominados bienes aquellos 
que son susceptibles de apropiación, determinándose como tales a todos aquellos que no estén excluidos del comercio.

Para su regulación y análisis la ley clasifica a los bienes en dos tipos: los bienes muebles y los inmuebles. Para nuestro 
análisis nos referiremos únicamente a los primeros porque es dentro de esta clasificación en donde se ubican los derechos 
de crédito que se clasifican como “Cuentas y documentos por cobrar”.

Así las cosas, el artículo 801 del CCEJ determina como bienes muebles a los siguientes: “Son bienes muebles por su 
naturaleza, los cuerpos que puedan trasladarse de un lugar a otro, ya por sí mismos, ya por efecto de una fuerza exterior, 
sin que se altere su substancia y forma.”

Por su parte, el artículo 802 del referido ordenamiento establece que “Son bienes muebles por determinación de la ley, 
los documentos que contengan obligaciones, los derechos y acciones que tienen por objeto cosas muebles o cantidades 
exigibles en virtud de acción personal, así como los derechos derivados de las concesiones o asignaciones autorizadas 
por el Estado o Municipio.”

Por igual razón, se consideran muebles los documentos relativos a las acciones, participaciones u obligaciones que cada 
socio tiene en o de las asociaciones o sociedades. Así mismo, los derechos de crédito y de autor se equiparán a bienes 
muebles.

Y por exclusión, son bienes muebles todos los demás no considerados por la ley como inmuebles.

Dentro de la anterior clasificación podemos encontrar que las cuentas y documentos por cobrar son bienes muebles por 
determinación de la ley, en tanto son obligaciones exigibles en virtud de una acción personal, y también porque los mismos 
constituyen derechos de crédito.

Para estos efectos debemos recordar que el derecho personal es el vínculo jurídico patrimonial que existe entre dos 
personas, en contraposición con el concepto del derecho real (ius in re), que es el poder jurídico que tiene su titular sobre 
un bien, el cual es preferente, perseguible y oponible frente a terceros (Artículo 7 CCEJ). Entre estos dos conceptos 
podemos encontrar, entre otras, las siguientes diferencias. 
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1). Por razón del objeto. En los derechos reales, el objeto es una cosa corporal, específica y determinada, mientras que 
en el derecho de crédito el objeto es una prestación del deudor.

2) Por razón de su eficacia. En los derechos reales, son el prototipo de los derechos absolutos al poder ejercitarse 
y hacerse efectivo erga omnes: su sujeto activo es el titular quien ejerce sus derechos sobre la cosa, y la colectividad 
actuaría como sujeto pasivo al verse obligado a no perturbar las potestades que el titular ejerce sobre la cosa; mientras 
que el derecho personal (obligacional), es el típico derecho relativo inter partes, porque sólo puede hacerse efectivo con la 
persona del deudor como sujeto pasivo, en contraposición al acreedor, que actúa como sujeto activo.

Otro punto que consideramos relevante abordar, es el de fijar cuáles son las fuentes que pueden producir el tipo de 
obligaciones identificamos como cuentas o documentos por cobrar, o incluso cualquiera otro derecho de crédito, lo cual 
realizamos a continuación.

En la doctrina antigua del derecho romano se identificaban como únicas fuentes de las obligaciones a i) el contrato, ii) al 
delito, iii) al cuasi-contrato y iv) al cuasi-delito; pero derivado de la transformación y modernización del derecho positivo 
ahora se reconocen como fuentes formales del nacimiento de las obligaciones a las siguientes i)  al contrato, ii) a la 
declaración universal de voluntad, iv) al pago de lo indebido, v) a la gestión de negocios, vi) al enriquecimiento sin causa, 
vii)al hecho ilícito y viii) al riesgo profesional, de tal suerte que el derecho de crédito o cuenta por cobrar a favor de los 
contribuyentes podrá provenir de cualesquiera de dichas fuentes.

Nos parece importante hacer esta acotación porque aun cuando esas partidas se constituyen principalmente por virtud 
de un contrato, por lo regular de operaciones por proveeduría de bienes o servicios o del otorgamiento de crédito, es 
importante recordar que los derechos de crédito a que se refieren las disposiciones fiscales no se constriñen únicamente 
a las operaciones contractuales antes citadas, sino que quedan comprendidas dentro de ellas cualquier otra que hubiera 
nacido por alguna de las fuentes formales de las obligaciones a que nos hemos referido con anterioridad, sean consensuales 
o no.

De la transmisión de los derechos de crédito.
Los derechos de créditos en tanto bienes muebles que pueden ser objeto de apropiación permiten a sus titulares disponer 
de ellos en cualquier forma, una de ellas es la posibilidad de ser trasmitidos a terceros, en cuyo caso la trasmisión podría 
realizarse en las formas que la ley establezca para cada tipo de crédito. Incluso es posible que el acreedor pueda ceder su 
derecho a un tercero sin el consentimiento del deudor, excepto cuando la cesión esté prohibida por la ley o por disposición 
judicial, o se haya convenido no hacerla, o cuando no lo permita la naturaleza del derecho.

Existen diversas vías para efectuar la trasmisión de un derecho de crédito, en algunos casos basta la entrega de los 
documentos en que conste el derecho, cuando los mismos sean de los denominados al portador, en otros la trasmisión 
puede efectuarse por el simple endoso cuando los mismos consten en un título nominativo que por su naturaleza legal 
sea negociable. Cuando los derechos no puedan ser trasmitidos por alguno de los dos medios anteriores, siempre podrán 
trasmitirse por cesión ordinaria, en la que deberán observarse las disposiciones relativas al acto jurídico que le dé origen, 
la cual siempre deberá constar, por lo menos, en escrito privado.

Cuando una persona ceda a otra un derecho de crédito deberá quedar establecido en alguna forma la causa que justifica 
dicha cesión, así una cesión de derecho puede ser la consecuencia de una compraventa, una donación, un préstamo 
(reporto en algunos casos) dación en pago, permuta etc. En caso que una persona obtenga de otra un derecho de crédito 
y no exista una causa legal que lo sustente, tal situación daría acción al cedente para demandar al cesionario por la 
restitución del derecho o por la acción de enriquecimiento sin causa. Hacemos esta acotación porque es frecuente encontrar 
operaciones en las cuales se realiza la cesión de un derecho, pero se omite documentar, aún por cuerda separada, la 
causa que la originó, lo cual deja en una posición de riesgo a quien la recibe si no conserva constancia del acto que lo 
originó, pues además del supuesto del enriquecimiento sin causa podrían llegar a sufrir algunos otros efectos negativos, 
como es la imposibilidad para comprobar el costo para efectos fiscales que le representó dicha adquisición.
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De la compraventa.
Dentro de las causas más frecuentes que dan lugar a la trasmisión de derechos de crédito encontramos al contrato de 
compraventa, el cual sucede, por definición de la ley, cuando uno de los contratantes se obliga a transferir la propiedad de 
una cosa o de un derecho, y el otro a su vez se obliga a pagar por ellos un precio cierto y en dinero. Estas operaciones 
pueden tener naturaleza civil o mercantil, según sea el caso. Serán mercantiles las que el Código de Comercio les de tal 
carácter, y en general todas las que se hagan con el objeto directo y preferente de traficar. Las demás se ajustarán a la 
legislación civil.

Del factoraje.
Ahora bien, existe en la legislación mercantil un contrato denominado de factoraje, el cual, desde su regulación original, 
ha sufrido diversas modificaciones. 

En un principio solo podía ser celebrado como factorante por instituciones autorizadas por las autoridades financieras, 
hasta la fecha que ya puede ser celebrado sin limitación por cualquier persona. La definición de este contrato en la ley 
general de títulos y operaciones de crédito es como sigue: 

“Por virtud del contrato de factoraje, el factorante conviene con el factorado, quien podrá ser persona física o moral, en 
adquirir derechos de crédito que este último tenga a su favor por un precio determinado o determinable, en moneda 
nacional o extranjera, independientemente de la fecha y la forma en que se pague”. 

Podremos apreciar que la citada definición del contrato de factoraje no es muy distinta a la del contrato de compraventa 
en el caso de los derechos de crédito, es más, en ambas encontramos idénticos elementos esenciales, como son el objeto 
del contrato, que son los derechos de crédito y el precio que como contraprestación se paga a cambio de su adquisición.

Efectos fiscales.
Ahora relacionaremos, en forma puntual y de manera aislada unos de otros, los tópicos que captaron nuestro interés sobre 
estas cuentas por cobrar en las diferentes disposiciones fiscales de la ley del impuesto sobre la renta, para lo cual cabe 
puntualizar que una misma operación (transmisión de cuentas por cobrar), sin identificación nominal del contrato que se 
trate puede encajar en los supuestos de dos actos jurídicos regulados por la legislación, pero a los cuales la ley fiscal les 
da tratamientos diferentes, de ahí la importancia que las partes definan con claridad el acto jurídico que están celebrando 
a efecto que no quede lugar a la interpretación.

Una diferencia que encontramos en el tratamiento fiscal de estos dos contratos se ubica en el artículo 8 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, en la parte que asimila a interés en las operaciones de factoraje financiero a la ganancia derivada 
de los derechos de crédito adquiridos por empresas de factoraje financiero y sociedades financieras de objeto múltiple, 
situación que no sucede cuando se trata de una compraventa de derechos de crédito. Aquí la primera de las acotaciones 
que consideramos relevantes, pues para efectos de la ley no será igual una transmisión de cuentas por cobrar por virtud 
de un simple contrato de compraventa, que el hacerlo a través del factoraje financiero.

En otro tópico a citar, es el que la ley del ISR establece que los contribuyentes deben considerar que obtienen ingresos 
por aquellas deudas no cubiertas por el contribuyente a sus acreedores en el momento en que se consuma el plazo de 
prescripción, o bien en el plazo a que se refiere el párrafo segundo de la fracción XV del artículo 27 de la misma ley, numeral 
que se refiere a la imposibilidad práctica de cobro a efecto de permitir la deducibilidad de una cuenta por cobrar incobrable. 

Sin embargo, para efectos legales, plazo es el tiempo legal o contractualmente establecido que ha de transcurrir para 
que se produzca un efecto jurídico. Usualmente el nacimiento o la extinción de un derecho subjetivo o el tiempo durante 
el que un contrato tendrá vigencia. Sin embargo, si acudimos al texto del párrafo y fracción al cual nos remite la ley, no 
encontramos estrictamente un plazo, pues dicho párrafo solo dice “Para los efectos de este artículo, se considera que 
existe notoria imposibilidad práctica de cobro, entre otros, en los siguientes casos:” 
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Por lo anterior nosotros estimamos que no existe un momento de acumulación legal de una cuenta no pagada, diferente al 
del momento en que se compute la prescripción de la misma.

No obstante lo anterior, hay quienes consideran que los tres incisos que siguen al texto del segundo párrafo son parte 
integral del mismo y que por lo tanto habría que revisar si en ellos existe algún plazo que atender. En lo personal no concibo 
que un párrafo pueda componerse por varios párrafos, por lo que dicha interpretación no se comparte, pero aun en el 
supuesto, no concedido, que esa interpretación fuera válida en los demás incisos siguientes al párrafo de la citada fracción, 
solo encontramos un plazo en el inciso a), pero en el caso de los incisos b) y c) existen dos supuestos que no constituyen 
plazos, por lo que en ellos de ninguna forma se estaría ante un momento de acumulación del ingreso.

Lo anterior es así en virtud que la condicionante refiere a un plazo, no una situación, luego, el caer en el supuesto de 
imposibilidad práctica de cobro no detona el momento de acumulación. Además que ese evento no modifica el haber 
patrimonial del contribuyente, ya que no obstante que el acreedor haya decidido tomar la deducción que la ley le permite, ello 
no libera de ninguna forma al deudor de la obligación de pago, por lo cual, gravar dicho supuesto resultaría inconstitucional, 
al no cumplirse la garantía de proporcionalidad tributaria que impide que se generen contribuciones sobre situaciones que 
no sean demostrativas de capacidad contributiva.

Luego entonces, para el deudor resultaría irrelevante, para la acumulación de ingresos el informe que reciba derivado de 
la obligación que la ley impone al acreedor para deducir la cuenta en la parte de la ley que dice “Lo dispuesto en el inciso 
a) de esta fracción será aplicable cuando el deudor del crédito de que se trate sea contribuyente que realiza actividades 
empresariales y el acreedor informe por escrito al deudor de que se trate, que efectuará la deducción del crédito incobrable, 
a fin de que el deudor acumule el ingreso derivado de la deuda no cubierta en los términos de esta Ley” lo cual también 
aplica, por ampliación, a los supuestos del inciso b).

En otro orden de ideas sobre estas partidas en análisis nos surge la siguiente interrogante: ¿En qué momento y bajo qué 
concepto, un contribuyente podría deducir el costo erogado por la adquisición de cartera vencida sobre la cual obtuvo una 
ganancia, toda vez que sus ingresos fueron superiores a las erogaciones incurridas para su adquisición?

Para analizar este tópico conviene traer a consideración el contenido de los artículos 18, 20 y 53 de la Ley del Impuesto 
Sobre la Renta, de los que se desprende lo siguiente:

Artículo 18. Para los efectos de este Título, se consideran ingresos acumulables, además de los señalados en otros 
artículos de esta Ley, los siguientes
(…)
II. La ganancia derivada de la transmisión de propiedad de bienes por pago en especie. (…)
(…)
IV. La ganancia derivada de la enajenación de activos fijos y terrenos, títulos valor, acciones, partes sociales o 
certificados de aportación patrimonial emitidos por sociedades nacionales de crédito, así como la ganancia realizada 
que derive de la fusión o escisión de sociedades y la proveniente de reducción de capital o de liquidación de sociedades 
mercantiles residentes en el extranjero, en las que el contribuyente sea socio o accionista.

Artículo 20. En el caso de operaciones financieras derivadas, se determinará la ganancia acumulable o la pérdida 
deducible, conforme a lo siguiente:
(…)

Artículo 53. Los contribuyentes que hubieran adquirido bienes o derechos por dación en pago o por adjudicación, que 
no puedan conservar en propiedad por disposición legal, no podrán deducirlos conforme al artículo 25 de esta Ley. Para 
determinar la ganancia obtenida o la pérdida sufrida en la enajenación que realicen de los citados bienes o derechos, 
restarán al ingreso que obtengan por dicha enajenación en el ejercicio en el cual se enajene el bien o derecho, el costo 
comprobado de adquisición…
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Ahora bien, en tratándose de los requisitos de las deducciones, el artículo 25 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
establece lo siguiente:

“Artículo 25. Los contribuyentes podrán efectuar las deducciones siguientes:
(…)
V. Los créditos incobrables y las pérdidas por caso fortuito, fuerza mayor o por enajenación de bienes distintos a los 
que se refiere la fracción II de este artículo.

De la lectura y análisis a los numerales transcritos podemos advertir que la ley OMITE absolutamente el procedimiento que 
permitiría determinar la pérdida por enajenación de créditos.

La única disposición al respecto se encuentra fuera de la ley. Ello en la Resolución Miscelánea Fiscal, en cuya Regla 3.23.3 
denominada “Deducibilidad de la pérdida por enajenación de cartera vencida para las Instituciones de Crédito que 
tengan vínculos de negocio o patrimoniales con personas morales que realicen actividades empresariales”, se 
desprende que los contribuyentes que enajenen dicha cartera vencida a un tercero podrán deducir la pérdida por venta de 
cartera, en términos del artículo 25, fracción V, de la Ley del ISR antes de agotar la totalidad de los excedentes de reservas 
preventivas globales pendientes de aplicar, siempre que cumplan con los requisitos ahí señalados. No obstante lo anterior, 
en ese caso, tampoco se indica en la norma cómo debe ser determinada la pérdida.

Cabe destacar que en este caso, aun cuando el derecho a la deducibilidad de la pérdida por enajenación de cartera vencida 
no se encuentra en un ordenamiento formal y materialmente legislativo (ley), el contribuyente podrá aplicar esa deducción 
ajustándose a lo señalado en la regla fiscal por virtud que nos encontramos ante un derecho, el cual puede contenerse en 
cualquier ordenamiento, aun cuando éste no tenga el rango de ley. La determinación que los derechos de contribuyentes 
pueden derivar de una norma Administrativa ha sido motivo de jurisprudencia emitida por el más alto tribunal de nuestro 
país, al emitir el siguiente criterio:

Época: Novena Época; Registro: 180485; Instancia: Pleno; Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta; Tomo XX, Septiembre de 2004; Materia(s): Administrativa; Tesis: P. LV/2004; Página: 15 
RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL. LAS REGLAS QUE CONTIENE PUEDEN LLEGAR A ESTABLECER 
OBLIGACIONES A LOS CONTRIBUYENTES, YA QUE NO CONSTITUYEN CRITERIOS DE INTERPRETACIÓN 
SINO DISPOSICIONES DE OBSERVANCIA GENERAL.
De los artículos 33, párrafo penúltimo y 35 del Código Fiscal de la Federación se advierte que la atribución conferida a 
diversas autoridades fiscales para dar a conocer los criterios internos que deben seguirse en la aplicación de las normas 
tributarias, se refiere a las interpretaciones que esas autoridades realicen de cualquier disposición de observancia 
general que incida en el ámbito fiscal, bien sea una ley, un reglamento o una regla general administrativa, por lo 
que, por su propia naturaleza, no pueden generar obligación alguna a los gobernados sino, en todo caso, ser 
ilustrativas sobre el alcance de dichas normas y en caso de publicarse en el Diario Oficial de la Federación, 
otorgarán derechos a los contribuyentes. En cambio, las disposiciones de observancia general cuya emisión 
y publicación se rigen, respectivamente, por lo dispuesto en los artículos 14, fracción III, de la Ley del Servicio de 
Administración Tributaria y 33, fracción I, inciso g), del Código Fiscal de la Federación, tienen como finalidad precisar 
la regulación establecida en las leyes y reglamentos fiscales expedidos por el Congreso de la Unión y el Presidente de 
la República con el fin de lograr su eficaz aplicación y están sujetas a principios que tutelan la seguridad jurídica de los 
gobernados, entre otros, los de reserva y primacía de la ley, por lo que deben ceñirse a lo previsto en el acto formal y 
materialmente legislativo que habilita su emisión. En tal virtud, al tratarse de actos de diversa naturaleza no existe razón 
alguna para considerar que las reglas agrupadas en la Resolución Miscelánea Fiscal se rigen por los mencionados 
artículos 33, párrafo penúltimo y 35, ya que éstos se refieren exclusivamente a criterios interpretativos que sostengan 
las autoridades fiscales, los que en ningún momento serán obligatorios para los gobernados, a diferencia de las 
disposiciones de observancia general que emita el Presidente del Servicio de Administración Tributaria, las cuales son 
de cumplimiento obligatorio para los gobernados, sin menoscabo de que alguna de ellas, con motivo de una sentencia 
dictada en algún medio de defensa que prevé el orden jurídico nacional, pueda perder sus efectos, total o parcialmente, 
al no ceñirse a los referidos principios y, en su caso, a las condiciones que establezca el legislador para su dictado.
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Amparo en revisión 1532/2003. Operadora de Aldeas Vacacionales, S.A. de C.V. 11 de mayo de 2004. Unanimidad 
de nueve votos. Ausentes: Humberto Román Palacios y José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. 
Secretario: Rafael Coello Cetina. 
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy treinta y uno de agosto en curso, aprobó, con el número LV/2004, 
la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencial. México, Distrito 
Federal, a treinta y uno de agosto de dos mil cuatro.

Pero como ya se comentó aun cuando la ley estableció para los contribuyentes el derecho para deducir las pérdidas sufridas 
por la enajenación de bienes distinto del inventario, en la legislación se omite un procedimiento que permita determinar el 
quantum de esa pérdida en caso de enajenación de cuentas o documentos por cobrar, lo que claramente viola el principio 
de seguridad jurídica y las garantías de equidad y proporcionalidad tributaria, por lo cual estimamos que los contribuyentes 
que sufran pérdidas financieras por este motivo y las deduzcan de sus ingresos podrán ejercer una defensa con buenas 
probabilidades de éxito en el supuesto que las autoridades lleguen a rechazarlas por la falta, en un acto administrativo, del 
procedimiento de determinación del importe.

En otro orden de ideas encontramos en la ley algunas obligaciones que deben cumplirse por operaciones que generen 
ingresos por venta de cartera o cesión de créditos pendientes de pago. Tal es el caso del artículo 76 de la Ley del impuesto 
sobre la Renta, en el que se estableció expresamente que los contribuyentes que obtengan ingresos del Título II, además 
de las obligaciones establecidas en otros artículos de esa misma Ley, tendrán, entre otras, la obligación de expedir los 
comprobantes fiscales por las actividades que realicen (Fracción II), por ello, cabe hacer mención que deberá cuidarse la 
obligación de expedir el comprobante respectivo.

Por lo que respecta a la deducción de los gastos por la adquisición de cartera vencida, tenemos que la regla 11.2.2 de la 
Resolución Miscelánea Fiscal establece lo siguiente:

11.2.2. Deducción de los gastos por la adquisición de cartera vencida 
Las personas morales residentes en el país que adquieran créditos vencidos incluidos en un contrato de 
enajenación de cartera, cuya titularidad haya sido de una institución de crédito o de una organización auxiliar de 
crédito, PODRÁN deducir en los términos de esta regla los pagos efectivamente erogados para la adquisición 
de dicha cartera, siempre que además de reunir los requisitos que establecen las disposiciones fiscales para las 
deducciones, cumplan con lo siguiente:

Por su parte, el artículo 27 de la Ley del Impuesto sobre la Renta establece cuáles serán los requisitos de las deducciones, 
entre las que encontramos las de las fracciones III, IV y VI que establecen también la obligación de ampararlas con un 
comprobante fiscal, llevar a cabo el registro en la contabilidad y que éstas sean restadas una sola vez, además que cuando 
los pagos cuya deducción se pretenda realizar se hagan a contribuyentes que causen el impuesto al valor agregado, dicho 
impuesto se traslade en forma expresa y por separado en el comprobante fiscal correspondiente. Por ello, para efectos de 
las deducciones deberá cuidarse detenidamente cumplir con los requisitos legalmente establecidos.

Por su parte, de manera específica la fracción I del artículo 25 de la Ley del Impuesto sobre la Renta establece la posibilidad 
de que los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta puedan efectuar la deducción de créditos incobrables, señalando la 
fracción XV del artículo 27 del referido ordenamiento la obligación de cumplir con el requisito siguiente:

Artículo 27. Las deducciones autorizadas en este Título deberán reunir los siguientes requisitos:
(…)
XV. Que, en el caso de pérdidas por créditos incobrables, éstas se consideren realizadas en el mes en el que se 
consuma el plazo de prescripción, que corresponda, o antes si fuera notoria la imposibilidad práctica de cobro.

Cabe destacar que la ley no distingue en ningún caso sobre LA CLASE DE CRÉDITOS que deben ser considerados como 
tal para que, al resultar incobrables, puedan deducirse. Cuando la ley ha querido distinguirlos así lo ha hecho, como es el 
supuesto a que se refiere el artículo 45 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, que establece lo siguiente.
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Artículo 45.- Para los efectos del artículo anterior, se considerará crédito, el derecho que tiene una persona acreedora 
a recibir de otra deudora una cantidad en numerario, entre otros: los derechos de crédito que adquieran las empresas 
de factoraje financiero, las inversiones en acciones de fondos de inversión en instrumentos de deuda y las operaciones 
financieras derivadas señaladas en la fracción IX del artículo 20 de esta Ley. 
No se consideran créditos para los efectos del artículo anterior: 
I. Los que sean a cargo de personas físicas y no provengan de sus actividades empresariales, cuando sean a la vista, a 
plazo menor de un mes o a plazo mayor si se cobran antes del mes. Se considerará que son a plazo mayor de un mes, 
si el cobro se efectúa después de 30 días naturales contados a partir de aquél en que se concertó el crédito.
(…)
V. Cualquier ingreso cuya acumulación esté condicionada a su percepción efectiva. Lo dispuesto en esta fracción no es 
aplicable a los ingresos derivados de los contratos de arrendamiento financiero por los que se ejerza la opción prevista 
en el artículo 17, fracción III de esta Ley.

Luego, dado el caso, en nuestra opinión podrán deducirse todas las partidas que califiquen como incobrables, 
independientemente que:

a) Sean partidas que correspondan a operaciones que hubieren constituido partidas acumulables, aun cuando estas 
ya se hayan acumulado o todavía no por no haberse efectuado el momento de determinación del ingreso (Vgr. 
Créditos derivados de prestación de servicios otorgados por sociedades civiles), incluso podrían deducirse aquellos 
que no hubieran sido considerado acumulables debiéndose haber hecho. (En todo caso quedarían expeditas las 
facultades de comprobación respecto de dichos eventos, excepto el caso que ya hubiesen caducados sus facultades).
b) Se trate de partidas que no representen o deriven de actos que constituyan partidas acumulables y hayan nacido 
por cualquiera de las fuentes formales del nacimiento de las obligaciones, como puede ser los derechos de restitución 
de la cosa objeto del contrato (Vgr. Operaciones de mutuo o préstamo, reconocimiento de adeudo, responsabilidad 
civil objetiva etc.)
c) El valor de la deducción será el valor del importe nominal que resultó incobrable, independientemente del costo 
que hubiere tenido para el acreedor la generación de dicho derecho.
d) Los créditos incobrables deducibles podrán ser de carácter endógenos, considerados como tal los que nacieron 
bajo la titularidad de quien sufrió el quebranto, o exógenos considerando como tales aquellos que nacieron bajo la 
titularidad de un tercero y cuya titularidad fue adquirida, a cualquier título, por quien sufra el quebranto.

Ahora bien, se considera que existe notoria imposibilidad práctica de cobro, entre otros, en los siguientes casos: 

a) Tratándose de créditos cuya suerte principal al día de su vencimiento no exceda de 30,000 UDIS, cuando no se 
hubiera logrado su cobro en el plazo de un año contado a partir de que incurra en mora.
Cuando se tengan dos o más créditos con una misma persona física o moral se deberá sumar la totalidad de los 
créditos otorgados para determinar el monto.
Cuando sean con el público en general y sean créditos de $5,000 hasta 30,000 UDIS, se de aviso al Buró de Crédito.
Cuando el deudor del crédito de que se trate sea contribuyente que realiza actividades empresariales y el acreedor 
informe por escrito al deudor de que se trate, que efectuará la deducción del crédito incobrable, a fin de que el 
deudor acumule el ingreso derivado de la deuda no cubierta en los términos de esta Ley.
Se debe dar aviso de deducción al SAT, se dispensa este aviso si se dictaminan y se informa en el anexo respectivo 
(regla 3.3.1.23.)

b) Tratándose de créditos cuya suerte principal al día de su vencimiento sea mayor a 30,000 UDIS (Aprox. $188,500), 
cuando el acreedor haya demandado ante la autoridad judicial el pago del crédito o se haya iniciado el procedimiento 
arbitral convenido para su cobro y que el acreedor informe por escrito al deudor de que se trate, que efectuará 
la deducción del crédito incobrable, cuando el deudor del crédito de que se trate sea contribuyente que realiza 
actividades empresariales.
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Tratándose de cuentas por cobrar que tengan una garantía hipotecaria, solamente será deducible el cincuenta por 
ciento del monto cuando se den los supuestos a que se refiere el inciso b) anterior. Cuando el deudor efectúe el pago 
del adeudo o se haga la aplicación del importe del remate a cubrir el adeudo, se hará la deducción del saldo de la 
cuenta por cobrar o, en su caso, la acumulación del importe recuperado.

c) Se compruebe que el deudor ha sido declarado en quiebra o concurso. En el primer supuesto, debe existir 
sentencia que declare concluida la quiebra por pago concursal o por falta de activos.

Conclusión.
En términos de las consideraciones expuestas brevemente en el presente artículo, podemos concluir que en tratándose 
de cuentas incobrables existen bastantes particularidades en la ley que deben analizarse puntualmente para efectos de 
determinar, en su caso, los momentos de acumulación, la determinación de las pérdidas y su deducibilidad, mismas que 
deben ser analizadas puntualmente por los sujetos obligados conjuntamente a sus asesores fiscales en cada caso particular 
tomando en consideración las disposiciones legales y reglamentarias vigentes, para con ello tener una correcta aplicación 
de la ley, con el suficiente respaldo jurídico que no comprometa la seguridad en las operaciones de los contribuyentes.
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Época: Décima Época 
Registro: 2020315 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 12 de julio de 2019 10:19 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: V.2o.P.A.25 A (10a.) 
RESPONSABILIDAD SOLIDARIA DE LOS SOCIOS O ACCIONISTAS RESPECTO DE LAS CONTRIBUCIONES 
CAUSADAS POR LA SOCIEDAD. NO ACTUALIZA SIMULTÁNEAMENTE EL DERECHO DE LA AUTORIDAD 
HACENDARIA PARA EXIGIR EL PAGO DEL CRÉDITO FISCAL, AL SER NECESARIO LLEVAR A CABO PREVIAMENTE 
EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO QUE PONGA DE MANIFIESTO LA INSUFICIENCIA O AUSENCIA DE BIENES 
DE LA DEUDORA PRINCIPAL.
El artículo 26, fracción X, del Código Fiscal de la Federación señala que son responsables solidarios con los contribuyentes, 
los socios o accionistas, respecto de las contribuciones que se hubieran causado en relación con las actividades realizadas 
por la sociedad cuando tenían dicha calidad “en la parte del interés fiscal que no alcance a ser garantizada con los bienes 
de la misma”, exclusivamente en los casos en que dicha sociedad incurra en cualquiera de los supuestos referidos en los 
incisos a) a d) de la fracción III del mismo numeral, entre los que se encuentra la desocupación del local donde tenga su 
domicilio fiscal sin presentar el aviso de cambio correspondiente, en términos del reglamento del propio código. De esta 
manera, el precepto invocado es claro al señalar que la responsabilidad solidaria de los socios o accionistas no se configura 
de manera general, es decir, no abarca la totalidad del crédito tributario, ya que debe comprender exclusivamente la parte 
del interés fiscal que no alcance a ser garantizada con los bienes del deudor principal. Lo anterior evidencia la necesidad de 
tramitar el procedimiento administrativo de ejecución en contra de la persona moral, con el objeto de poner de manifiesto a 
cuánto ascendió el valor o monto de dichos bienes o, en su caso, la ausencia de los mismos, para estar así en condiciones 
de exigir al deudor solidario el adeudo no garantizado. En estas condiciones, el hecho de que exista la responsabilidad 
solidaria de los socios o accionistas de la persona moral en el caso indicado, no actualiza simultáneamente el derecho de 
la autoridad hacendaria para exigir el pago del crédito a dichos responsables como si se tratara de una solidaridad general 
u ordinaria, pues para ello es necesario que previamente se lleve a cabo el procedimiento que ponga de manifiesto que 
no existen bienes de la deudora principal que puedan ser materia de ejecución o que éstos son insuficientes para cubrir el 
adeudo pues, de lo contrario, se haría nugatorio lo previsto en el artículo 26, fracción X, invocado, en el sentido de que los 
responsables solidarios de la deudora principal solamente deben responder por la parte del interés fiscal que no alcance a 
ser garantizada con los bienes de aquélla.
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL QUINTO CIRCUITO.
Amparo directo 105/2018. 18 de febrero de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Javier Sánchez Martínez. 
Secretario: Iván Güereña González.
Esta tesis se publicó el viernes 12 de julio de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020314 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 12 de julio de 2019 10:19 h 
Materia(s): (Común) 
Tesis: I.2o.A.E.69 A (10a.) 
RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS NOTIFICADAS POR CORREO ELECTRÓNICO. CUANDO SE RECLAMEN 
EN EL AMPARO, LA AUTORIDAD DEBE PROBAR QUE CUMPLEN CON LA FORMALIDAD DE TENER LA FIRMA 
AUTÓGRAFA O ELECTRÓNICA DE SU EMISOR.
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Conforme a los principios de legalidad y de seguridad jurídica, contenidos en el artículo 16, primer párrafo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, las actuaciones de las autoridades administrativas requieren contar con firma 
autógrafa de su emisor para su validez. Ahora, por las experiencias positivas que ha generado el uso de las tecnologías 
de la información, se ha permitido el uso de la firma electrónica. En consecuencia, cuando en el amparo se reclamen 
resoluciones administrativas notificadas por correo electrónico, la autoridad debe probar, al rendir su informe justificado con 
el expediente correspondiente, que cuentan con firma autógrafa o electrónica, pues debe distinguirse entre las formalidades 
que deben revestir los actos para su validez y las formas autorizadas para comunicarlos.
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA, 
RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN 
TODA LA REPÚBLICA.
Amparo en revisión 43/2018. José Manuel Calderón Grajales y otros. 2 de mayo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 
Adriana Leticia Campuzano Gallegos. Secretario: Jorge Alberto Ramírez Hernández.
Esta tesis se publicó el viernes 12 de julio de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020301 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 12 de julio de 2019 10:19 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: XVII.2o.P.A.42 A (10a.) 
INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. 
CUANDO SE DECLARA LA NULIDAD LISA Y LLANA DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA POR “INDEBIDA” Y NO 
POR “AUSENCIA” DE FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA, LA SALA REGIONAL NO ESTÁ OBLIGADA A 
PRONUNCIARSE AL RESPECTO.
En términos del artículo 6o., cuarto párrafo, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, la 
autoridad demandada en el juicio contencioso administrativo deberá indemnizar al particular afectado, por el importe de 
los daños y perjuicios causados, cuando la unidad administrativa cometa falta grave al dictar la resolución impugnada, la 
cual se configura, entre otros supuestos, cuando se decrete la nulidad por “ausencia” de fundamentación o motivación en 
cuanto a su competencia; por ende, si se declara la nulidad lisa y llana por “indebida” fundamentación de la competencia, la 
Sala Regional del Tribunal Federal de Justicia Administrativa no está obligada a pronunciarse respecto de la indemnización, 
por tratarse de un supuesto distinto al legalmente previsto para ello.
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.
Amparo directo 279/2018. Constructora Real del Oro, S.A. de C.V. 4 de abril de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Pánfilo Martínez Ruiz, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura 
Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretario: Mauricio Segura Pérez.
Esta tesis se publicó el viernes 12 de julio de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020297 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 12 de julio de 2019 10:19 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: V.2o.P.A.26 A (10a.) 
DEMANDA DE NULIDAD PRESENTADA POR CORREO CERTIFICADO. AL DISPONER EL ARTÍCULO 13, 
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ANTEPENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, QUE 
EL ENVÍO DEBE EFECTUARSE EN EL LUGAR EN QUE RESIDA EL DEMANDANTE, ATIENDE A LA CONNOTACIÓN 
MATERIAL DEL LUGAR EN EL QUE UNA PERSONA FÍSICA REALMENTE SE ENCUENTRA ESTABLECIDA O TIENE 
SU MORADA HABITUAL, CON INDEPENDENCIA DE QUE COINCIDA O NO CON SU DOMICILIO FISCAL.
El numeral invocado señala que cuando el demandante tenga su domicilio fuera de la población donde esté la sede de la 
Sala del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, la demanda podrá remitirse por correo certificado con acuse de recibo 
a través de Correos de México, siempre que el envío se efectúe en el lugar en que resida el demandante. En relación con 
ese beneficio, en su momento previsto en el artículo 207, párrafo segundo, del Código Fiscal de la Federación, vigente 
hasta el 31 de diciembre de 2005, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la ejecutoria dictada 
en el amparo directo en revisión 2019/2006, aclaró que tiene por objeto facilitar al accionante el ejercicio de su derecho 
de defensa y, como justificación, el hecho de que existe una desigualdad de condiciones entre los que viven en el lugar en 
donde el tribunal tiene su domicilio y aquellos que no, pues unos y otros deben contar con el plazo íntegro para presentar 
sus demandas, sin que se vean afectados en razón de la distancia, pues el traslado de un lugar a otro implica tiempo que 
afecta ese plazo. Por su parte, la porción normativa inicialmente anotada, además de referirse al domicilio del accionante, 
también menciona “el lugar en que resida el demandante”, lo que aporta un elemento adicional para evidenciar la finalidad 
del beneficio y dilucidar el domicilio al que debe atenderse para cumplir con dicho objetivo; de ahí que si las locuciones 
“residencia” y “residir”, según el Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española y el Diccionario de 
Derecho de Rafael de Pina y Rafael de Pina Vara, significan una connotación material del lugar en el que una persona 
realmente se encuentra establecida o tiene su morada habitual, ello evidencia que se excluye algún tipo de ficción en 
relación con dicho aspecto y se alejan, por tanto, de los significados de “residencia tributaria” y “domicilio fiscal” señalados 
en el Código Fiscal de la Federación, que vinculan a las personas físicas a los lugares en los que tienen su fuente de 
riqueza o el centro principal de sus actividades profesionales, o con el hecho de que sean funcionarios o trabajadores 
del Estado Mexicano, los cuales se formularon con el objeto de precisar quiénes son los sujetos de las contribuciones 
y para lograr una eficaz recaudación y fiscalización de los ingresos, según se advierte del proceso legislativo de dicha 
codificación, que dio lugar a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 1981. En 
estas condiciones, el derecho a presentar la demanda de nulidad por correo certificado en el caso en análisis, tiene como 
objeto otorgar facilidades a las personas físicas para que envíen su demanda desde el domicilio en el que materialmente 
se encuentren establecidas o tengan su morada habitual, con independencia de que esto coincida o no con su domicilio 
fiscal o con su residencia tributaria, cuyos significados, como se destacó, tienen distintos fines. No obsta a lo anterior que 
la fracción I del artículo 14 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo disponga como requisito de la 
demanda, el indicar el domicilio fiscal del demandante; esto es así, debido a que el numeral referido lo exige con el objeto 
de que la Sala esté en posibilidad de determinar indubitablemente su competencia por territorio, según lo evidenció la 
Segunda Sala del Alto Tribunal en la sentencia que recayó a la contradicción de tesis 76/95, de la que derivó la tesis de 
jurisprudencia 2a./J. 18/96, de rubro: “DEMANDA DE NULIDAD; EL REQUISITO DE SEÑALAR EL DOMICILIO FISCAL 
DEBE ESTIMARSE SATISFECHO SI SE DESPRENDE DE LOS DOCUMENTOS ANEXOS A LA MISMA.”, al analizar el 
proceso legislativo del artículo 208, fracción I, del Código Fiscal de la Federación, antecedente del numeral 14 citado; de 
ahí que no pueda afirmarse que el hecho de que este último prevea como requisito de la demanda el señalar el domicilio 
fiscal del demandante, sea un indicativo de que el domicilio referido en el antepenúltimo párrafo del artículo 13 aludido sea 
indefectiblemente el fiscal, ya que ambos numerales persiguen finalidades distintas; además, de haber sido esa la intención 
del legislador, así lo hubiese indicado expresamente.
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL QUINTO CIRCUITO.
Amparo directo 230/2018. 16 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Javier Sánchez Martínez. Secretario: 
Iván Güereña González.
Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 76/95 y la tesis de jurisprudencia 2a./J. 18/96 
citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo III, abril de 
1996, páginas 141 y 140, respectivamente.
Esta tesis se publicó el viernes 12 de julio de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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Época: Décima Época 
Registro: 2020345 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 02 de agosto de 2019 10:10 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: I.4o.A.169 A (10a.) 
RENTA. EL TÉRMINO “CRÉDITOS RESPALDADOS” CONTENIDO EN LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 92 DE LA 
LEY DEL IMPUESTO RELATIVO (VIGENTE EN EL 2007), TIENE UN PROPÓSITO ANTIELUSIÓN O ANTIABUSO 
(LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 1 DE OCTUBRE DE 2007).
El precepto citado prevé que, para efectos del impuesto sobre la renta, los intereses que provengan de créditos respaldados 
tendrán el tratamiento fiscal de dividendos. Ahora, del análisis de las reformas a ese dispositivo legal, hasta su texto 
vigente en 2007, se observa que el legislador en ningún momento tuvo la intención de encuadrar la definición de “créditos 
respaldados” en el concepto doctrinario tradicional, consistente en aquellas operaciones en donde existen dos créditos 
documentados cubriendo una misma operación, sino que lo amplió a otros supuestos, con el fin de no dejar resquicios 
donde estrategias financieras y de negocios novedosas buscaran obtener o conseguir fines o resultados análogos, todo 
ello dentro de un esquema y propósito antiabuso; de ahí que es irrelevante el objeto de la operación que se considera como 
crédito respaldado, pues lo importante es el efecto de elusión que se intenta controlar.
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
Amparo directo 25/2019. Arcelormittal México, S.A. de C.V. 13 de junio de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo 
Arturo Medel García. Secretario: Elías Elías Brown Guerrero.
Esta tesis se publicó el viernes 02 de agosto de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020344 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 02 de agosto de 2019 10:10 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: I.4o.A.167 A (10a.) 
RENTA. EL ARTÍCULO 92, FRACCIÓN V, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, CONLLEVA UNA FICCIÓN LEGAL 
QUE NO ADMITE PRUEBA PARA DEMOSTRAR LA EXISTENCIA O NO DE UNA EVASIÓN O ELUSIÓN FISCAL.
El precepto citado establece una realidad para efectos tributarios, al tratar como dividendos a los intereses generados por 
un crédito en las condiciones ahí establecidas; lo que es acorde con la intención del legislador de no permitir el riesgo o la 
deducibilidad de los intereses de todos aquellos financiamientos u operaciones que creen una ficción legal de que la deuda 
se realizó con la finalidad de erosionar la base gravable. Así, dicha ficción no permite al contribuyente demostrar que las 
operaciones y mecanismos fiscales que utilizó hayan o no originado una evasión o elusión fiscal, ni mucho menos cuál fue 
su verdadera intención, pues no se está ante una presunción en donde se releva de prueba a cierto sujeto y se traslada a 
otro.
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
Amparo directo 25/2019. Arcelormittal México, S.A. de C.V. 13 de junio de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo 
Arturo Medel García. Secretario: Elías Elías Brown Guerrero.
Esta tesis se publicó el viernes 02 de agosto de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020337 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
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Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 02 de agosto de 2019 10:10 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: I.2o.A. J/3 (10a.) 
NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL POR 
CARECER DE LA FIRMA AUTÓGRAFA DE LA AUTORIDAD EMISORA. AL IMPLICAR LA INEXISTENCIA JURÍDICA, 
IMPIDE EL ANÁLISIS DE LOS DEMÁS ARGUMENTOS HECHOS VALER POR EL ACTOR.
La nulidad de la resolución impugnada en el juicio contencioso administrativo federal, por carecer de la firma autógrafa 
de la autoridad emisora, implica declarar su inexistencia y equivale a la nada jurídica; por esa razón, es improcedente 
el estudio de los demás argumentos hechos valer por el actor, ya que además de no representarle un mayor beneficio, 
no puede analizarse, en otro aspecto, algo que no ha nacido a la vida jurídica, ante la omisión del requisito esencial 
de validez anotado. En consecuencia, es inaplicable la jurisprudencia 2a./J. 66/2013 (10a.), de la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de título y subtítulo: “PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL 
ARTÍCULO 51, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, OBLIGA AL ESTUDIO DE LOS CONCEPTOS 
DE IMPUGNACIÓN TENDENTES A CONTROVERTIR EL FONDO DEL ASUNTO, AUN CUANDO EL ACTO IMPUGNADO 
ADOLEZCA DE UNA INDEBIDA FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA.”, al 
tratar un supuesto diferente, por lo que en el caso no podría analizarse ninguna otra cuestión, aun cuando se considere 
relacionada con el fondo del asunto, pues ello sería contradictorio, al haberse decretado la inexistencia jurídica de la 
resolución impugnada.
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
Amparo directo 612/2018. Recursos Omo, S.A. de C.V. 29 de marzo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar 
Palomo Carrasco. Secretaria: Adriana Moreno Dávila.
Amparo directo 661/2018. 26 de abril de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Palomo Carrasco. Secretaria: Adriana 
Moreno Dávila.
Amparo directo 82/2019. Cepsain, S.A. de C.V. 7 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Palomo Carrasco. 
Secretario: Manuel Hafid Andrade Gutiérrez.
Amparo directo 735/2018. Implementos y Modelos de Construcción, S.A. de C.V. 24 de mayo de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Óscar Palomo Carrasco. Secretaria: Jazmín Arellano Mendoza.
Amparo directo 17/2019. Blitxon, S.A. de C.V. 21 de junio de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Iturbe Rivas. 
Secretaria: Martha Leonora Rodríguez Alfaro.
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 66/2013 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Décima Época, Libro XXI, Tomo I, junio de 2013, página 1073.
Esta tesis se publicó el viernes 02 de agosto de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 05 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020335 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 02 de agosto de 2019 10:10 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: I.4o.A.170 A (10a.) 
NORMAS ANTIELUSIÓN O ANTIABUSO. PRESUNCIONES Y FICCIONES LEGALES CONTENIDAS EN.
La elusión tributaria es un fenómeno que se distingue por el uso de actos, contratos, negocios, así como de mecanismos 
legales que tienen como finalidad aminorar el pago de los tributos, al impedir el nacimiento del hecho generador de la 
obligación relativa. Por lo anterior, las normas antiabuso son respuestas excepcionales a prácticas estratégicas de fraude 
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a la ley o abuso del derecho, basadas en construcciones argumentales de significados formales de hechos y normas que 
atienden, no al objeto de la práctica, sino al efecto de elusión que intentan controlar. Así, la ventaja de que ese tipo de normas 
contengan presunciones y ficciones legales, es que permiten tipificar aquellos supuestos de hecho elusivos e incorporarlos 
como hechos generadores de tributos, esto es, buscan levantar el velo a simulaciones jurídicas de operaciones que, en el 
fondo, financiera y económicamente, implican otra realidad.
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
Amparo directo 25/2019. Arcelormittal México, S.A. de C.V. 13 de junio de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo 
Arturo Medel García. Secretario: Elías Elías Brown Guerrero.
Esta tesis se publicó el viernes 02 de agosto de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020331 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 02 de agosto de 2019 10:10 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: I.4o.A.168 A (10a.) 
FICCIÓN LEGAL. PARA EVITAR ELUSIÓN O EVASIÓN EN MATERIA TRIBUTARIA.
Las ficciones legales son, en esencia, un instrumento de técnica legislativa que se inserta en la norma y son capaces de 
crear realidades, en el sentido de que hacen entender ciertas situaciones conforme a una naturaleza distinta a la que les 
correspondería normalmente. En este sentido, de conformidad con la tesis aislada 1a. L/2012 (10a.), de la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “RENTA. DIFERENCIAS ENTRE LOS MÉTODOS DE VALORACIÓN 
O DETERMINACIÓN DE LA BASE IMPONIBLE Y LAS PRESUNCIONES Y FICCIONES UTILIZADAS PARA TAL FIN.”, 
la construcción jurídica de una norma de valoración (a través de una ficción) se limita a fijar un criterio para ponderar un 
elemento o hecho que puede ser objeto de presunción o una creación del derecho y que, por ello, la única valoración 
que quepa asignarle sea la establecida en la propia norma jurídica y, por tanto, tiene como objetivo establecer la base 
imponible del impuesto. Por tanto, las ficciones legales en materia tributaria para evitar la elusión o evasión que, como 
política pública, el legislador implementa, tienen una presunción de legalidad que sólo se desvirtúa cuando se demuestre 
afectación al núcleo esencial de los derechos fundamentales, sin que el contribuyente pueda demostrar que las operaciones 
y mecanismos fiscales que utilizó hayan o no originado una cierta práctica que implicara un supuesto de evasión o elusión 
fiscal, ni cuál fue su verdadera intención.
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
Amparo directo 25/2019. Arcelormittal México, S.A. de C.V. 13 de junio de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo 
Arturo Medel García. Secretario: Elías Elías Brown Guerrero.
Nota: La tesis aislada 1a. L/2012 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro VI, Tomo 1, marzo de 2012, página 285.
Esta tesis se publicó el viernes 02 de agosto de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020329 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 02 de agosto de 2019 10:10 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: I.4o.A.171 A (10a.) 
EXENCIONES O EXCEPCIONES DE TRIBUTACIÓN. NO PUEDEN ENCONTRARSE O CONSTRUIRSE POR ALGÚN 
MÉTODO DE INTERPRETACIÓN.
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No puede pretenderse que mediante algún método de interpretación se construyan diversas exenciones o excepciones en 
materia tributaria, cuando la ley no las prevé, pues únicamente el Poder Legislativo es el competente para establecerlas, 
como lo señalaron el Pleno y la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las jurisprudencias P./J. 
25/91, P./J. 31/2002 y 2a./J. 70/2006, pues si bien es cierto que el artículo 5o. del Código Fiscal de la Federación no 
impide al intérprete acudir a los diversos métodos para conocer la verdadera intención del creador de las normas que 
establecen el sujeto, objeto, base, tasa o tarifa de una contribución y las excepciones a ésta, también lo es que, para que 
pueda emplearse un método de interpretación en las disposiciones fiscales relativas a las exenciones o excepciones, una 
condición a prori es que dichos supuestos se encuentren previstos en las normas.
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
Amparo directo 25/2019. Arcelormittal México, S.A. de C.V. 13 de junio de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo 
Arturo Medel García. Secretario: Elías Elías Brown Guerrero.
Nota: Las tesis de jurisprudencia P./J. 25/91, P./J. 31/2002 y 2a./J. 70/2006, de rubros: “EXENCIÓN DE IMPUESTOS. SÓLO 
COMPETE ESTABLECERLA AL PODER LEGISLATIVO EN UNA LEY, NO AL EJECUTIVO EN USO DE LA FACULTAD 
REGLAMENTARIA.”, “EXENCIONES FISCALES. CORRESPONDE AL PODER LEGISLATIVO ESTABLECERLAS EN LEY, 
DE CONFORMIDAD CON EL SISTEMA QUE REGULA LA MATERIA IMPOSITIVA, CONTENIDO EN LOS ARTÍCULOS 
31, FRACCIÓN IV, 28, PÁRRAFO PRIMERO, 49, 50, 70 Y 73, FRACCIÓN VII, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.” y 
“EXENCIONES TRIBUTARIAS. LAS RAZONES PARA JUSTIFICARLAS DEBEN ADVERTIRSE CLARAMENTE DE LA 
LEY O EXPRESARSE EN EL PROCESO LEGISLATIVO EN QUE SE SUSTENTAN.” citadas, aparecen publicadas en 
el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo VII, junio de 1991, página 54 y en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XVI, julio de 2002, página 998 y XXIV, julio de 2006, página 353, 
respectivamente.
Esta tesis se publicó el viernes 02 de agosto de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Época: Décima Época 
Registro: 2020389 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 09 de agosto de 2019 10:17 h 
Materia(s): (Común) 
Tesis: 2a./J. 102/2019 (10a.) 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA CONTRA LA 
APLICACIÓN Y EFECTOS DEL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN VI, INCISOS A) Y B), DE LA LEY DE INGRESOS DE LA 
FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2019.
Cuando en el juicio de amparo se reclama la inconstitucionalidad del artículo 25, fracción VI, incisos a) y b), de la Ley 
de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2019, no procede otorgar la suspensión provisional contra la 
aplicación y efectos producidos por esa norma porque ello se traduce en un perjuicio al interés social y la contravención de 
normas de orden público, ya que por virtud de las adecuaciones normativas para el ejercicio fiscal de 2019, el legislador 
varió el anterior sistema de compensación universal por uno compuesto por mayores reglas y mecanismos para poder 
compensar saldos a favor; ello con la finalidad de evitar prácticas de evasión fiscal detectadas por la autoridad a causa 
de saldos a favor originados por la aplicación del acreditamiento de impuestos trasladados y que debieron ser enterados, 
pero en realidad eran objeto de compensaciones indebidas. En este sentido, tanto la sociedad como el Estado están 
interesados en evitar prácticas fraudulentas como el incumplimiento de obligaciones fiscales o la obtención de beneficios 
en forma indebida por parte de los contribuyentes, por lo que de concederse la suspensión contra la aplicación y efectos 
de esa norma, se privaría a la colectividad de los recursos económicos para la satisfacción de las necesidades comunes, 
pues el efecto de esa medida se traduciría en permitir al quejoso compensar indistintamente los saldos a su favor, sin que 
la autoridad fiscal pueda pronunciarse sobre la procedencia de los saldos objeto de la compensación (dado que basta la 
presentación del aviso respectivo), lo cual permitiría la utilización indebida de ese mecanismo de extinción de obligaciones 
para generar una defraudación al aplicar cantidades a las que no necesariamente se tiene derecho a compensar, lo que 
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permitiría la consumación del delito de defraudación fiscal previsto en el artículo 108 del Código Fiscal de la Federación, lo 
que actualiza la afectación del interés social y la contravención de disposiciones de orden público a que se refiere la fracción 
III del artículo 129 de la Ley de Amparo. Además, el eventual perjuicio que puede resentir el contribuyente con la negativa 
de la suspensión resulta de menor entidad frente a la afectación causada a la colectividad en el supuesto de otorgarse 
la medida porque, de negarse la suspensión, el contribuyente sólo sufre una afectación temporal que es posible de ser 
reparada; en cambio, de otorgarse la medida para continuar aplicando el sistema de compensación universal, implicaría un 
perjuicio para la colectividad al dejarse de recibir contribuciones que sí deben ser enteradas pero que no se recaudan ante 
el uso indebido del mecanismo compensatorio. Incluso, el otorgamiento de la medida es improcedente porque sus efectos 
serían restitutorios al permitirse aplicar un sistema de compensaciones diferente al normativamente previsto, siendo que 
dicho beneficio sólo podría otorgarse mediante la concesión del amparo, pues su efecto sería, precisamente, que no se 
aplicara al quejoso el contenido del artículo reclamado como inconstitucional.
SEGUNDA SALA
Contradicción de tesis 96/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero del Primer Circuito, Tercero 
del Cuarto Circuito y Décimo Séptimo del Primer Circuito, todos en Materia Administrativa. 12 de junio de 2019. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek. Disidente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza 
Arreygue.
Criterios contendientes:
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver las quejas 47/2019 
y 49/2019, y el diverso sustentado por el Décimo Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 
al resolver las quejas 72/2019 y 79/2019.
Tesis de jurisprudencia 102/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del 
diecinueve de junio de dos mil diecinueve.
Esta tesis se publicó el viernes 09 de agosto de 2019 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2020357 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 09 de agosto de 2019 10:17 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: I.5o.A.14 A (10a.) 
AVISO DE COMPENSACIÓN DE CONTRIBUCIONES EN MATERIA FISCAL FEDERAL. NO CONSTITUYE UNA 
GESTIÓN DE COBRO QUE INTERRUMPA EL CÓMPUTO DEL PLAZO DE LA PRESCRIPCIÓN PARA SOLICITAR LA 
DEVOLUCIÓN DE UN SALDO A FAVOR.
Acorde con el artículo 23, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación, no podrán compensarse las cantidades 
cuya devolución se haya solicitado o cuando haya prescrito la obligación para devolverlas, lo cual hace patente que solicitar 
la devolución de un saldo a favor y ejercer la opción de compensarlo constituyen dos acciones distintas que el propio 
ordenamiento regula con requisitos diferentes; de ahí que lo que se extingue es la posibilidad de solicitar la devolución de 
un saldo a favor, y ésta no depende de que se haya presentado o no un aviso de compensación, pues de dicho precepto 
se colige que el plazo para la prescripción corre, con independencia de que se ejerza la opción de compensar el saldo 
a favor. Por tanto, el aviso de compensación de contribuciones no constituye una gestión de cobro que interrumpa el 
cómputo del plazo de la prescripción para solicitar la devolución de un saldo a favor y que con su presentación se genere 
uno nuevo y diferente, ya que sigue siendo el mismo resultado de la declaración del ejercicio; máxime que ese supuesto 
no está contenido en los artículos 22 y 146 del Código Fiscal de la Federación, porque este último numeral delimita la 
gestión de cobro para efectos de interrumpir la prescripción, a que se haga del conocimiento del deudor, y aquél establece 
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puntualmente lo que debe entenderse por gestión de cobro que la interrumpe, es decir, en estos preceptos el legislador no 
previó la figura de la compensación como gestión de cobro ni su aplicación por analogía, y mucho menos que, derivado de 
la presentación del aviso correspondiente se interrumpiera el plazo de la prescripción.
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 45/2019. Administrador Desconcentrado 
de Auditoría Fiscal de la Ciudad de México “1” del Servicio de Administración Tributaria y otras. 11 de junio de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: María Elena Rosas López. Secretaria: Alicia Fernández López.
Esta tesis se publicó el viernes 09 de agosto de 2019 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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Uno de los sectores económicos importantes en México es la Construcción, y entre ellos se encuentran las empresas 
denominadas Desarrolladores Inmobiliarios que se dedican a esta industria, en donde uno de los productos predilectos es 
el desarrollo de Condominios con fines habitacional, comercial o mixto.

Antecedentes legales en materia civil.
Sin embargo, la figura jurídica en materia civil es un tema bastante interesante por las diferentes formas de tratar este 
tipo de inmuebles por cada entidad federativa, debido a la facultad que tienen las legislaturas estatales para regular los 
inmuebles, acorde a la ubicación geográfica dentro del territorio nacional, tal como lo dicta la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos en su artículo 121 en su fracción II que a la letra dice;

Artículo 121. 

“En cada entidad federativa se dará entera fe y crédito de los actos públicos, registros y procedimientos judiciales de 

todas las otras. El Congreso de la Unión, por medio de leyes generales, prescribirá la manera de probar dichos actos, 

registros y procedimientos, y el efecto de ellos, sujetándose a las bases siguientes:

I. Las leyes de una entidad federativa sólo tendrán efecto en su propio territorio y, por consiguiente, no podrán ser 

obligatorias fuera de él.

II. Los bienes muebles e inmuebles se regirán por la ley del lugar de su ubicación…”

Condominios con personalidad jurídica.
En la actualidad, el régimen de Condominio en algunas entidades federativas como Nayarit, Guerrero, por mencionar 
solo alguna es considerado como una Copropiedad; mientras que los estados de Jalisco, Baja California Sur, Sinaloa y 
Quintana Roo se considera como personas jurídicas o morales.

 Se puede afirmar que, aun cuando el Código Civil de Nayarit (CCN) y su respectiva ley local en donde regula a las 
Propiedades en Condominio de Bienes Inmuebles, como Copropiedad, tienen similares o análogas características jurídicas 
llamadas atributos de las personas, como es nombre, domicilio, patrimonio, entre otras, tal como lo establece el Código 
Civil de Jalisco (CCJ) para los Condominios, que son personas jurídicas para dicha entidad. A continuación, se presenta un 
cuadro comparativo con las principales características entre cada entidad federativa.
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Fuente: construcción propia con datos del Código Civil de Jalisco y Código Civil de Nayarit

Condominio y sus órganos 
En un Condominio el órgano supremo es la Asamblea de Condóminos, en donde en términos generales, se toman las 
decisiones que conlleve el bien común de los miembros de dicho condominio como es el mantenimiento de las áreas 
comunes que forma parte del Patrimonio del Condominio. Por lo que es necesario nombrar a la persona que fungirá como 
Administrador del Condominio, quien será el encargado de ejecutar las decisiones de la Asamblea. Por lo general, el 
Administrador del Condominio es nombrado por otra persona jurídica o moral denominada Asociación Civil, quien cuenta 
con personas que la representan como un Gerente operativo, se muestra a continuación cómo se encuentra construida la 
cadena de mando:
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Administrador persona distinta al Condominio
Con esto se establece que tanto el Condominio y en su caso el Administrador del Condominio (cuando se nombre a 
persona distinta) como una Asociación Civil son dos personas jurídicas distintas, que cuentan con su propia personalidad 
y atributos jurídicos como patrimonio, tal como lo dicta el artículo 161 del CCJ que a la letra dice:

Artículo 161. 

“Son personas jurídicas:

…IX. Las asociaciones civiles.

XII. Los condominios…”

En donde la principal función del Administrador es la de administrar los recursos que se recabe de manera principal a través 
de las cuotas de mantenimiento y aportaciones extraordinarias de los condóminos, a fin de preservar el buen estado del 
patrimonio del Condominio.

Administración de Recursos.
Una vez definido que el Órgano de Administración del Condominio recae en la figura jurídica denominada Administrador 
que puede ser una persona física o jurídica (moral) que sea miembro o no del Condominio, quien administrará activos 
monetarios del Condominio se procede analizar la recomendación del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) del 
que México forma parte, sobre este particular:

Conforme a la recomendación número 22 en donde menciona que la administración de activos es una actividad que 
considerar para la prevención del lavado de dinero que a la letra dice:

“…(d) Abogados, notarios, otros profesionales jurídicos independientes y contadores – cuando se disponen a realizar 

transacciones o realizan transacciones para sus clientes sobre las siguientes actividades:

•	 compra y venta de bienes inmobiliarios;

•	 administración del dinero, valores u otros activos del cliente;

•	 administración de las cuentas bancarias, de ahorros o valores;

•	 organización de contribuciones para la creación, operación o administración de empresas;…”

Administración de los recursos del Condominio como actividad vulnerable.
Este ordenamiento internacional es el origen que en el articulo 17 en su fracción decima primera en su inciso b) de la Ley 
Federal para la Prevención e identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita (LFPIORPI) considere 
como actividad vulnerable la actividad que realizaría el Administrador del Condominio anteriormente descrito, dicho 
ordenamiento que a la letra dice:

Artículo 17. 

“Para efectos de esta Ley se entenderán Actividades Vulnerables y por tanto objeto de identificación en términos del 

artículo siguiente, las que a continuación se enlistan:

… XI. La prestación de servicios profesionales, de manera independiente, sin que medie relación laboral con el cliente 

respectivo, en aquellos casos en los que se prepare para un cliente o se lleven a cabo en nombre y representación del 

cliente cualquiera de las siguientes operaciones:

… b) La administración y manejo de recursos, valores o cualquier otro activo de sus clientes; …

Obligaciones en materia de prevención de lavado de dinero.
Por lo que el administrador del condominio sería sujeto obligado para dar cumplimiento en forma cabal a las obligaciones 
en materia de la LFPIORPI, entre las que destacan:
•	 Identificar a clientes y usuarios 
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•	 Solicitar información sobre su actividad u ocupación 
•	 Identificar al beneficiario real
•	 Custodiar y resguardar documentación soporte (5 años)
•	 Permitir visitas de verificación
•	 Presentar los avisos en tiempo y forma 
•	 Manual de cumplimiento

Conclusiones
En la actualidad definitivamente la carga administrativa de los contribuyentes entre obligaciones fiscales, corporativas 
y administrativas como la LFPIORPI es claro es una situación que el Estado se debería de replantear, un ejemplo en la 
actualidad los sujetos a la ley mencionada ha sido casi nula con el mundo universo de personas obligada al cumplimiento 
y  los Condominios no es la excepción, algunos sujetos podrían  no estar al corriente con el cumplimiento cabal en las 
obligaciones en materia de Prevención de Lavado de Dinero pudiendo caer en los supuestos de infracción a la ley en 
cuestión y ocasionando sanciones económicas importantes.

Es necesario analizar la parte legal corporativa de cada condominio y verificar quien es el administrador del mismo, 
debido a que, si es una persona distinta como se describe en el cuerpo del artículo, estaría sujeto al cumplimiento de las 
obligaciones anteriormente descritas.

Sin embargo, si el propio Condominio es el que se administra, al ser una persona jurídica, en el estado de Jalisco no habría 
acto que se tipifique como administración de recursos de tercero.  Al ser el mismo Condominio quien realice la actividad 
respectiva estaría en posición de hacer caso omiso al cumplimiento de la LFPIORPI.
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La auditoría implica una actividad personal,  profesional y una responsabilidad del auditor ante la sociedad, razón por la 
cual el Instituto Mexicano del Seguro Social, se ha apoyado en este tipo de servicios que brinda la Contaduría Pública.
El Contador Público autorizado, al emitir una opinión profesional con base en el trabajo de auditoría practicado a los 
patrones, da una certeza al patrón y al Instituto Mexicano del Seguro Social, del adecuado cumplimiento de las cuotas 
obreros-patronales. 

Los dictámenes formulados por los Contadores Públicos autorizados  por el Instituto Mexicano del Seguro Social, que se 
presentan, se presumirán válidos salvo prueba contrario, se puede entender que los dictámenes presentados gozan de 
certeza legal.

No obstante lo comentado en el párrafo anterior, el Instituto Mexicano del Seguro Social, tiene la facultad de revisar los 
dictámenes presentados en comento y del resultado de la revisión determine que existen diferencias en las cuotas obrero-
patronales detectadas en el ejercicio revisado.

El Reglamento del Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y Fiscalización 
(RACERF), prevén las formalidades para que el Instituto Mexicano del Seguro Social a seguir en el Procedimiento de 
Revisión de dictámenes.

REVISIÓN SECUENCIAL

Me permito transcribir los artículos 171 y 172, del RACERF

Artículo 171(RACERF). El Instituto al revisar el dictamen lo hará conforme a los lineamientos siguientes:

Requerirá al contador público autorizado por escrito con copia al patrón (oficio de requerimiento (RI-1):

a).- La información o documentación que conforme a este Reglamento deba incluirse en el dictamen. El plazo para la 
presentación de la misma será dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de notificación del requerimiento;

b).- Los papeles de trabajo elaborados con motivo de la auditoría practicada, los cuales, en todo caso, se entiende 
que son propiedad del contador público, y

c).- Información y documentación correspondientes a las partidas sujetas a aclaración, para cerciorarse del 
cumplimiento de las obligaciones del patrón.

 El plazo para la presentación de la información y documentación a que se refieren los incisos b) y c), será de quince 
días hábiles contados a partir de la fecha de notificación del requerimiento.

 	
Solicitud de información al patrón (oficio de requerimiento RI-2):

II. Requerirá al patrón, con copia al contador público la información y documentación señalada en el inciso c) de la 
fracción anterior, en los términos aceptados en la solicitud de dictamen, cuando dicha información o documentación 
no haya sido proporcionada por el contador público autorizado, así como la exhibición de los sistemas y registros 
contables y documentación original, en aquellos casos en que así se considere necesario. Para el cumplimiento del 
requerimiento, se otorgará el mismo término señalado en el último párrafo de la fracción anterior.

Para la presentación de la información o documentos que le fueran requeridos en términos de los incisos b) y c), de la 
fracción I, el Instituto a petición del contador público autorizado o del patrón, concederá una prórroga de diez días hábiles.
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Artículo 172(RACERF). Formulados los requerimientos a que se refiere el artículo anterior y, si a juicio del Instituto, el 
dictamen no satisface los requisitos señalados en este Reglamento, lo hará del conocimiento del patrón y del contador 
público autorizado(oficio de requerimiento RI-3 y RI-4), quienes contarán con un plazo de quince días hábiles a partir de su 
notificación para manifestar lo que a su derecho convenga. Transcurrido dicho plazo, el Instituto emitirá la resolución que 
corresponda y procederá, en su caso, a ejercer las facultades de comprobación que le otorga la Ley(oficio de requerimiento 
RI-5 y RI-6).

Hay que observar que las formalidades para que el Instituto Mexicano del Seguro Social a seguir en el Procedimiento de 
Revisión de dictámenes, señala fechas de presentación de la información, sin embargo no indica el periodo que dura este 
procedimiento, por lo que considero  se debe de aplicar supletoriamente el Código Fiscal de la Federación en su artículo 
52A, señala que el plazo de la revisión no deberá de exceder de seis meses, a partir de que se notifique al Contador Público 
la solicitud de información.

Como información adicional la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente y el Instituto Mexicano del Seguro Social, 
diseñan normatividad interna para que los procedimientos de revisión secuencial que llevan a cabo las autoridades 
fiscalizadoras de dicho Instituto, concluyan en un plazo de seis meses.

Este criterio fue publicado en el Boletín de la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente número 5, de mayo 2016.

Conclusión
Al estar en el supuesto de una Revisión Secuencial del dictamen para efectos de IMSS, es muy importante que exista 
entre el Contador Público Autorizado y el Patrón una estrecha comunicación para atender y aclarar puntualmente los 
requerimientos solicitados en este caso por el Instituto del Seguro Social.

Vigilar que el procedimiento se realice con base en las disposiciones legales vigentes en el marco normativo establecido.








